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CÁMARA DE DIPUTADOS 



SESIÓN ORDINARIA ]>EL 23 DE JULIO DE 188& 



En discusión el artículo 70. 

Sr. JEstraaa— 

"Ruego á la honorable Cámara que consienta en la votación 
por partes del artículo que entra en debate, porque convicqio- 
nes profundísimas é imperiosos deberes de conciencia, me 
obligan á votar en contra del segundo inciso, en el cual se 
establece, como una de las materias de competencia de las 
Cámaras de Apelación, entender en los recursos de fuerza. 

La Comisión de Códigos no. ha precisado el sentido en 
<iue toma esta palabra. Pero, como quiera que sea, loe re- 
cursos de fuerza, considerados en la generalidad del concepto 
que abarca la palabra empleada por los señores de la Comi- 
sión, envuelven un derecho de apelación de los tribunales 
eclesiásticos, sobre resoluciones eclesiásticas, para ante los 
tribunales seculares. 

Una apelación es la provocación de una causa, de un jnes 
inferior á un juez superior. 

Para poder establecer la lejitimidad de este recurso de 
fuerza, seria necesario poder demostrar que los tribunales 
seculares son tribunales superiores respecto de los tribunales 
eclesiásticos. 

Si la Iglesia es, por su divina institución, una sociedad per- 
fecta, es evidente que por ello, tiene una facultad soberana de 
lejislacion propia ; j como es una sociedad visible, es evidente 
también que debe estar investida de todos los poderes que 
son necesarios para hacer efectiva su propia legislación» 
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Quiere decir que del carácter esencial de la Iglesia, se signe- 
sn potestad legislativa y su jurisdicción en el foro exterior* 

Nnestra legislación como la de todos los paises cristianos,. 
lia reconocido (y no pocKa^n^enod de reconocer) este carácter 
inherente á la existencia y modo de ser de la Iglesia. 

Por esa razón es que reconoce la competencia de los triba- 
Bales eclesiásticos. 

Si Iqs tribunales secnlaresaotí mcompetente&por en propi» 
natnraleza, para resolver por JÚJnismos, en primera instancia 
6 grado, aquellos asuntos que pertenecen á la legislación 
eclesiástica y á la jurisdicción eelesiásticaí es evidente que 
lo serán también en apelación y en cualquier grado. 

Aunque se consideren, (como han solido considerarlos al- 
gunos publicistas partidarios de las regalias) estos recursos 
de fuerza, como un medio de corregir erróneos procedimien- 
tos de los tribunales eclesiásticos, podrian refutarse de la 
nüsmá manera. 

¿ Sobre qué principio se podría sostener que los tribunales 
secutares son mas aptos que los eclesiásticos para organizar 
los procedimientos y la tnarcHa que los juicios deben tener, 
según las leyes de la Iglesia ? 

Y no se diga que corresponde á las potestades seculares un 
derecbo de protección sobre los subditos, que puede hacerse 
estensivo hasta la facultad de ampararlos contra estos proce- 
£nliéntos que se llaman irregulares por parte de los tribu- 
nales de la Iglesia. Es verdad que los iElstados ejercen este 
derecho de protección sobre sus subditos ; pero lo ejercen 
respecto de cualquier atentado de que pudieran ser víctimas 
por parte de poderes estraños. ' Ko siendo la Iglesia un poder 
estraño, puesto que todos los hombres, por la profesión de la 
f§, se constituyen en subditos suyos, es evidente que el Esta* 
do no. encontrará, en ningún caso, oportunidad para ejercer 
semejante protección. • 

To no conozco ninguna legislación civil, que rija el pro- 
cedimiento de los tribunales seculares, en la cual los derechos 
de las personas y la regularidad de los juicios estén garantí- 



dos con la seriedad y e£caoía que lo están por el derec&o 
•canónico. 

Los tribunales eclesiásticos tienen una gerarqaía, j están 
sujetos á procederes y reglas dentro de los cuales pueden en- 
<;ontrar rectificación de cualquier error, aquellos ináividnoB 
que se consideren, en algunos casos, perjudicados por dios* 

¿ Por qué buscar, entonces, en nú poder estraño, en un 
poder incompetente, por su naturaleza, para rectificar esto» 
errores, la facultad que envuelve el recurso de fuerza ? 

Bajo el mismo nombre de recurso de protección, se ha en- 
tendido también una facultad que han solido reclamar IO0 
gol)iernos seculares para protejer la observancia de los cáno- 
nes, y, principalmente, según decian los regalistas españoles» 
para ejercer la protección del Concilio de Trento. 

Es verdaderamente' peregrino el concepto de los que atri- 
buyen á la potestad secular, mayor celo, mayor inteligencia^ 
mayor idoneidad para protejer la existencia y la eficacia de 
las leyes de la Iglesia, que á loB tribunales que, en uso de aa 
propia é inherente soberania, la misma Iglesia crea y orga - 
niza. 

Estos recursos de fuerza envuelven, cuando se les consi- 
dera atentamente, verdaderos y^ visibles absurdos. 

Los publicistas los han dividido en diversas categorias. 

Han llamado á una de las formas que suele tomar, recursa 
de fuerza en no otorgar; y por él se atribuye á los tribunales 
seculares, la facultad de obligar á los jueces eclesiásticos á 
otorgar apelaciones que ellos, en alguna oportunidad, hayan 
creido deber no conceder^ Esto es un acto de usurpado ñ del 
Estado sobre la Iglesia, es arrogarse la facultad, como mani- 
festé hace un momento, de interpretar mejor que los triba- 
nales las leyes de la misma Iglesia. 

Otra de sus formas es la llanlada recurso defukerzapyr Ia 
manera de conocer^ asimilable á la que acabo de indicar , heri- 
da de los mismo defectos, y en el cual la absurdidad resultáa 
no menos clara que en aquel. 

Por último, viene el recurso de fuerza en conocer* 
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El repurso de f aerza en conocer importar llevar ante la ja- 
liscticcion secular nna cuestión de- competencia de los tribu- 
nales eclesiásticos ; establecer, en las leyes que los tribunales 
seculares tienen la &cultad deresolver toda competencia de 
Jurisdicción entre ellos y los tribunales eclesiásticos. Es dar 
por resuelto precisamente lo que está en problema, decla- 
rando la superioridad de esos tribunales sobre los tribunales 
eclesiásticQS, 6, de otra manera, la superioridad soberana del 
Estado sobre la Iglesia, concepto radicalmente opuesto al es- 
píritu cristiano. 

Por otra parte, el recurso de fuerza no perfcenece á nuestra 
dereclio : ni á nuestro dereclio actual, ní á nuestro derecho 
tradicional. 

' El está tomado de la antigua, legislación liispano-america- 
na y de la propia y esclusiva de España. 

Pero envuelve una cuestión capital de derecHo público ecle- 
siástico que, en ningún caso; ha podido ser definida sino 
como suele definirse el derecho publico' eclesiástico, en cuanto 
alas Relaciones con la Soberánia temporal, es decir, por con- 
cordato entre el Estado y la Iglesia. 

, X ¿ ha consentido la Iglesia, en alguna época, por algún 
concordato 6 por alguri privilegio á España 6 á cualquier otro 
Estado de la cristiandad, la facultad de establecer esta supe- 
rioridad de los tribunales seculares sobre los tribunales ecle- 
siásticos ? Está la historia para responder. 

N"ó es tampoco una derivación del derecho de patronato, 
legítimamente establecido en España y en Indias á favor de 
los reyes españoles. 
' No lo es, porque el derecho de patronato ^ es un privilegio 
para la la protección de la Iglesia, y esto es un privilegio que . 
se arroga el Estado para subyugar, á la Iglesia. Pertenece á 
la parte abusiya, á la parte caprichosa, á la parte despótica- 
mente añadida á la regalía por los reyes de España. T basta 
tómai* en consideración la historia, el oríjen, y el desarrollo 
dé esta facultad del Estado para apreciarla bajo el punto de 
yista en que me he colocado< 



EFrectcrso de faerza bajó el nombre de apelaoiou ah ahusuy 
tuvo Éírf origen en Francia. ' 

Primttiyamente tomó una forma tímida ; se le presentaba, 
como un espediente para conducir de los tribunales eclesiás- 
ticos, ante el soberano poútífícé, las querellas que contra actos 
de los jueces eclesiásticos locales tuviera que establecerán 
particular. 

Los rejrefií de Francia, á medida que íEaeron absorbiendo la 
justicia real, la justicia señorial, y todas las jurisdicciones par- 
ticulai^s, junto con todos los poderes político^ y todas las 
libertades, al estremo de poder decir por boca de Luis XIV : 
¿^ffi'Ebtado soy yó, ?? convirtieron áqüel papel intermediario 
qneíifabian asumido, efl un papel absuirdo, de superiores en 
nombre del Estado sobre la Iglesia, sobre los tribunales 
eolesiásticoB. - 

Yia se había introducido en España con formas mas 6 
menos «notibiertas, como en Francia, esta pretensión de los 
tribunales civiles, es decir, esta pretensión real, (porqué tras 
délos tribunales- civiles estaba la corona,) bajo la dinastía de 
Att¿trta. "• ' 

Pero cuando penetró en España la dinastía de Bórboo, 
UdvándOL conmigo todaslas tradiciones francesas, y todos los 
absurdos de su política ; cuando comenzó. á desarrollar aquel 
^podep despótico que sacrificó paulatinamente todas las liber- 
tades^ ooMúñales de España, sus antiguas y gloriosas liber- ' 
tades parlamentarias, casi todas las libertades provinciales;- 
en «?ia palabra, lo que oonstitoia la antigua y hermosa vida de 
libertad de la península española, cuando llegaron al abso- 
lutismo completo, y á formar un gobierno típico de des- 
potismo y de absorción, entonces también cayeron en el error 
de ptptetídter absoHber la Igleáa, porqué absorber la. jüris- 
dieoion de* la Iglesia por medio del recurso de fuerza, es ura 
coBa.m^y próxima á la {Pretensión do' absorber su potestad 
legislativa y su potestad doctrinaria. . . v 

To^os eáos reyes estuvieron próximos al cisma. Donde .' 
estíui'dooMínas han llegado á desenvolverse mas, se ha llegado 
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mas que que al cisma, á la herejía ;y ea tod0S:lo3,pf^j3asr' en 
los cuales, después de la llamada reforan^ protecriíaulíe de| 
siglo XVI, los gobiernos se han separado del gremio dar 1» 
Iglesia, el poder espiritual ha sido absorbido por el . ppdec 
político j se ha tendido á restablecer la forma de la sociabi* 
lidad pagana. 

Por esta razón la Iglesia ha protestado continuan^ieate» 
como contraria al dogma de su independencia,- contra ei ta 
tiranía del Estado. 

Desde que esa pretensión ha aparecido en los Estados ou)-* 
demos, dos Concilios Ecuménicos sa han reunido ; el de 
Trento y el de el Vaticano ; y en los dos en términos man 6 
menos directos, pero claros> evidentes é intergiyersables»eBtá 
condenado el derecho del recurso de fuerza^ 

Las constituciones de los pontífices y sus documentos doc- 
trinales condenan desde entonces, desde la bula de la Ceva, 
espedida por Martino V en 1420, en documentos no menos 
solemnes espedidos por Pió VII, por León XII, por Pió IX 
como un atentado contra la soberanía de ia Iglesia, como un 
atentado contra su independencia, contra el dogma fonAa*-' 
mental, el de su ser visible, este abuso del Estado. 

No puedo yo, por consiguiente, señor presidente, prestar 
mi adhesión á este proyecto de la comisión. 

Yo entiendo que el Congreso de la Bepública Argentina, 
puesto á la cabeza de un país católico, debe borran de la 
legislación hasta la última reliquia de estas malas y TÍcíosas 
doctrinas que puguan contra los principios esenciales en que 
reposa nuestro sistétna de gobierno, y en los cuales tatabiea 
reposan los fundamentos mismos de la sociabilidad. 

Pienso que este Congreso, puesto á la cabeza de una sode^ 
dad republicana y libre, debe borrar hasta la última reliqma 
en la cual se mantenga vivo el espritu despótico de los reyes 
absolutos de España. Y pienso que no pondrá bajo mejor 
y mas poderosa éjida las instituciones libres de la república^ 
que poniéndolas al amparo de esta doctrina de la Indepen- 
cia de la Iglesia y del Estado' y del respeto á la soberanía^ 



de la Iglesia, sobre la caál repoea toda la civilización mo- 
derna defendiendo la ooal la Iglesia ha sostenido el principio 
esenciai de lá libertad contra los Césares paganos, contra los 
bái*b£U*os que iayadían el imperio, contra las violencias de la 
edad inedia, céntralos reyes absolutos de principios de la edad 
moderna, y en el siglo XIX contra las pretensiones del abso- 
lutismo democrático y rerolucionario ! 

He dicho. 

8r. GiZ.'— Pido la palabra. 

He oido con atención y con placer al señor diputado que 
acaba de hablar, y voy á contestarle. 

Declaro que el sefior diputado tiene razón en gran parte 
de lo que ha dicho, y aunque no sé si la comisión insistirá 6 
no sobre el artículo, creo que debe aceptar reformas tenden^ 
tes á servir las ideas que acaba de indicar. 

Pero encuentro que es algo exagerado lo que ha espresado : 
no debe borrarse por completo el recurso de fuerza. 

El recurso de fuerza ha tenido y tiene su razón de ser in* 
dependientemente del espíritu de absorción del Estado sobre 
la iglesia ó de la igl^ia sobre el Estado; obedece esto á 
principios y causas existentes que es necesario darles lugar 
j efecto. 

Como ha dicho el sefior diputado, se ha conocido tres re- 
curaos de fuerza : el recurso en conocer, el recurso del modo 
•de conocer y el recurso en no otorgar la apelación. Son loa 
ires recursos de fuerza sobre los que el derecho canónico 
legisla. 

Desde luego el recurso de fuerza en conocer consiste en el 
deredbo de quejarse un ciudadano ante la justicia civil de que 
la autoridad eclesiástica pretende conocer un pleito que no 
le corresponde conocer. 

Es un recurso que reconoce causas que no pueden ser sujetas 
á la jurisdicción eclesiástica. No se puede desconocer el de- 
recho que tiene el ciudadano de quejarse ante la justicia del 
pMs, que comprende también á la Iglesia, para que ella diri- 
ma esta controvertía,' que, como ha di<Sib muy bien el sefior 
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di pataco, xio e^ ^íi)d uoa. pootroveraia de icompeteneiá^ á pan^ 
to de qae podría auprwlrae peirfectamofltá al artíealot^qxié 
habla del recarso ie faerza» eÉbableoienda fiiíaipleménüié ep^ 
las cámaras de apelaeion están habilitadas para dirimir las 
caestiones de competencia entre las autoridades cmlasiy: 
eclesiásticas. 

De este modo estaría ;servida la idea .del sefior.difmtadoy sin 
necesidad de recordar esto de recurso de fuerza. . 

Pero el recurso de fuerza en conocer es uná'ouestion. de 
competencia que es imposible eUminac de la. facultad inaUe- 
nable que tiene el poder civil de deslindar la ,j»rfódic<áon.» de: 
declarar si es cuestión sobre bienes raices, sohr» denechá de 
libertad, sobre derecho de tuiela, en fin, si.compriBfade algo- 
di^ lo que es jutisdicoi^n ci?U- B^to:no se puede óueertioaatri 

Ahora, el recurso, de {»erza en el modo de; aoúocer y pro* 
ceder» se presenta ciando el tribunal eolesiáfitieo . altera liks 
formas tutelares 4el. juioío, y- entonces, el litigante, qiiÁ ae. 
cree.ofendidoy recíjrro á la justicia civil, para que obligüía á 
aquel á que guarde .esas .formas, : 

Pero que se obligue^ at juea eclesiá^^ó ájque conceda eli 
recarso de apelación, esto si 9ie parece que a4iaoadii7eetamente; 
el régimen interno y la libertad que, en ese régimen,* debe/ 
gozar una isocied^d independiente, como ei^ la Iglesia. 

To he de votar porque: ee niegue ese recunso en iése panto* 

Pero es preciso reconeper que .ese recurso tiene una raaoo:. 
plausible, y que es muy tojerable la opinÍQiS de los cfue «reeit 
que debe subsistir. . - -. 

Por mi parte,, creo que no..deJ:)e subsi^tir^ i 

Esta recurso ha nacido en ^una época e^ tque^ha del^id^ q«* 
cer. No ha nacidp de unL.espíritu de absorción del JS$tado 
sobre la Iglesia ; al contrario, ha nacido de la absorción:- de • 
lalglesia sobre. el Estado. , . 

_.Ha habido una: época en ]^ ]2pe .la legisUcion de la Igüjeafe 
erarla legislación .común, era la legislación ciyii, que regia, la 
sociedad.. »■ , 

. £1 derecho canónjpolp eocontramos en Iik.^ad medi^ydo^.: 



minando' todas Xa^ ¡i^slacioneB: ^yi|^ de^^^ ,Bpc¿edi^d»rl^f^- 
daisobre venjia, Bobre ftrre&d^oáefiii^i^i^npi^a^É^BllPi'íjr^ GOa 
mucha pt*eyision, al derecho romano. 

Hasta esQ había llegado^ y goza\)i9» df^ i#ip^ Ai^toridad» (yxe 
era m43y difícil oponer á un texta do d^rec^Q -q^^moor Pfl(> 
de derecho romaji;u^ .::•/.:•■ ^ '» 

Eq aqnel tiempo, cuando surgieron « (y ;t^iaa .ra^on d^ 
ser ) estos recursos de fuerza, 1& legislaoíob. canónica no solo 
habia invadido completamente la esfera de la sociedad civil» 
siñó que también habia invadido su jurisdicción. 

Los tribunales eclesiásticos tenian jurisdicción, sobré todos 
los pleitos de los clérigos. Un pleito sobre venta de in- 
muebles, sobre arrendamientos, sobre herencia, sobre todo, 
cuando subsistían los fueros personales, iban á la jurisdicción 
eclesiástica. 

Desde luego vemos á la jurisdicción eclesiástica absorbien- 
do completamente á la civil, y entonces todo ultraje á las 
formas tutelares del juicio hacia indispensable este remedio, 
de que el clérigo, que á la vez era ciudadano, pudiera invocar 
la autoridad del Estado y decir : señor, aquí se viola la forma 
tutelar del juicio. 

Entonces habia una razón completamente independiente 
del espíritu de absorción de una y otra potestad. 

Ahora los fueros personales están abolidos. No hay sino 
causas de materia espiritual, que corresponden á la justicia 
eclesiástica. ¿ Qué le importa, pues, á la potestad civil, saber 
si ha sido bien ó mal otorgada la apelación en una causa de 
materia puramente espiritual ? ¿ Qué le importa saber si se 
han violado las formas tutelares del juicio ? 

Eu la época presente no tienen razón filosófica de existir 
los recursos de fuerza. Están justificados en la historia, pero 
hoy no se justificarían, porque serian violatorios de la liber- 
tad de que debe gozar una sociedad independiente. 

Pero el primer recurso, que consiste en el modo de co- 
nocer y proceder, está justificado por las exigencias de la so- 
ciedad. 



Yd» éóiEaó d«^9 he 4& estar conforme en servir á las ideas 
déIáefH>r< di{)>«íMddi' éuleeé séütído, pero despaes de esta 
sesión. 

Y si^cí^ lúh&TÉkfífTWEaáAá^ podría levantarse la sesión, á 
fia de preparar tin artígalo para qae, en la próxima, se vea el 
modo de hacer lagar al pensamiento del seSor dtpatado, que, 
en getíeral, tiene rázbn. 

Hag<>, pues, m<>eloii para qne se levante la sesión. 

-—Suficientemente apoyada esta moción, se vota y es apro*- ^ 

bada. 
— Son las 5 y 35 p. m. 



SESIÓN ORDINARIA DEL 28 DE JULIO DE lB8é 



\ 



8r. Presidente-^^o hay ipAB afiiuMiQ9 <9riTOdo0. 

El Presidente de la C^miura declama qjbe debe procederse 6 
la disensión del a^. 71 de la Le; orgánica de loa Tribi^nal^Sf 
suspendida en la anterior sesioiu 

8r. Colambre». — ^Kdo la palabra. 

No /oy, señor presidente, á CQaibfadeoír &iitdamentaliMtite 
las ideas vertidas en la sei^ioA del viériies 6Itwo, por mi hcH 
norable colega el se&or Diputado por Bueooá Airw, c^ya 
ciencia y sinceridad de coniricciouea vospeto prof nudamente* 

Pero, mi posición en estedebatQi ooixM>xnieinbaro informante 
de la Comisión de códigos, me impone el deber de. hablar» 
para manifestar, siquiera ligerameiiite, ík la C^iQArai las paaoti09 
que la han inducido á no modificar la sanción del honorable 
Senado en el punto que se discute» y qoeladeoidien é insistir 
en lo aconsejado desde el principio- 
Para mí, señor Presidente» los recursos de fuerssa oonstitn** 
yen pna simple cuestión de der^ch0 póblico, que jieboufeoe 
estudiar 9Ín espíritu prevenido, fria y ra^miadamauiíe,, apar- 
tándonos en lo posible del debate apasionado, que solo con- 
duce 6, afectar creencias y sQn|imi(Bi|itoa sinceros» .pc^r eso 
mismo muy respetables. 

Tampoco voy á entrar á lo que pedria considerarse el fondo 
del asunto» á hacer la filosofía y la' historia :de loa recursos de 
fuerza. 

Se trata» felizmente» de una cuestione estesaamente estudia- 
da ya en nuestro, parlamento. 
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Son ya del dominio general las razones aducidas en pro y 
en contra, y no haria sino repetir pálidamente lo que en esta 
misma Cámara se espnso con elocuencia y brillantez en 1881 , 
si me propusiera salir del programa modesto que me he tra- 
zado en proporción á mis fuerzas. 

Mi propásito se redi|fe« pnei^, á justificar la insistencia de 
la Comisión de Códigos, y voy en derechura á mi objetivo. 

Desde luego, señor Presidente^- de los tres recursos que, 
según opinión general de los tratadistas, constituyen lo que 
se llama recurso de fuerza, hay uno que, por lo menos es co- 
locado en unn 8Í%ua6hm'ésoe|>oional, lo mismo por los que lo 
impngmín oom<y poi^ los que los soístíeñen. Me refiero al re- 
curtfojpdf donoé^i qM tie^e lugar cuando la autoridad ecle-^ 
siástica se aboca el conocimiento dd un asunto estraño á su 
jurisdicción. 

'Respecto &é los otros dos, sobre el ráodo de conocer y por 
noí oiofgwr^ se arguye que ellos encuentran su correctivo den- 
tro de^ ios tribun<ales eislesiásticos mismos. Y así se dice 
cuando un juez procod^ con manifiesta violación de las leyes 
de forma, 6 cuando niega indebidamente una apelación, hay 
el medio de enderezar el asunto, sin necesidad de salir del 
radio eclesiástico, sin tíecesidad de ir á pedir el auxiitio de! 
poder civil. 

Pero cuando no se tirata de estos recursos sino del de cono- 
cer, entonces todos reconocen qué hay una verdadera colisión, 
una contienda d"^ tribuntites pertenecientes á diferentes potes- 
taded» Contienda que deba ser dirimida por un alguien su- 
piM^ipr, porque no OEí posible mantener eo la incertidumbre los 
derechos qae.se v^entílán. 

Pero ¿ quién será el arbitro, en esta cuestión ? Bsta es la 
dificultad. 

Becúerdo, señor Prediden^e, qué énandoven ISSl, se discu- 
tía este misino punto en la^ Cámara, el señor diputado por 
Buenos Aires, doctor G-oyena, apoyándose en la autorizada 
optnidn del práetieo^e^Añol doctor Caravan tes, decia : *<C ban- 
do se trata de un desacuerdo entre jurisdicciones de diversa 
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clase» so báy otro medio congrae&te eoti Ib jaátíeM, páifa 
solver el oonflidío» qne laintermietonde un tribtmal superior 
á las dos partes, que reana el earáetev del- uño y del otro.' 
Eat^es la doctrina que la inayor parte de los tratadistas mo- 
deirnos sostienen como aceptable paris^ resblTsr la difioitltad ; 
proponen la creación de ntt triboiial eclesiástioo y civil/* 

Ahora bien, señor Presidente, sin entrair á disentir el pan^ 
to» ni la practieabitidad de este sisteiiia, es evidente que, para 
realizar esto que se nos presenta cooio laáníoa solaoion, sería- 
menester la celebración de un concordata eon la Santa Sede» 
que diera existencia y forma á este ttibünal misto. . 

Y yo pregunto : mientras esto no tenga lugar, mientras noa' 
encontremos en la situación actual, ¿ es posible sostener qne^ 
producido el conflicto, que suscitada la contienda de compe- 
tencia, debemos encontrarnos delante de un. verdadero nado 
gordiano, que no permita hallar una solución para el punto que 
motivase la contienda? 

No creo que haya quien se atreva á sostener ana tésia 8e«> 
mejante. 

Y si alguien debe poner término á la difioultod, si a%oien' 
debe entender en la emergencia, yo pregunto ¿quién otro • 
puede ser sino el poder civil, que al fin tiene misión tutelar 
8obre todos, y nó solamente sobre determinadas peraoaaa 
congregadas por la comunión de su fé. 

Se vé, pues, que el recurso de fuerza fluye, en estoa casos» 
como una necesidad imperiosa. 

Y aquí, señor Presideute, debo esplicar á la Cámara por 
qué atribuimos la facultad de entender en este recurso, á la 
Cámara de lo Civil. 

Es sabido que, por la constitución de 1853, se atribuiaá la 
suprema corte de justicia de la nación la facultad de entender 
ea este recurso, y que esta facultad le fué quitada por la con- 
voncion reformadora de 1860. 

Entonces se dijo que, por la naturaleza de los asuntos que 
dan margen á un recurso de fuerza,' asuntos puramente civi- 
1 .'8, por ^o general, no á la corte federal, sino á los tribanalea 
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proviscialeSy era á (guiones debía oorresponder ea juzgarnten- 
to ; y quedó entóocíis estaUeetda» cómo nn^ facultad qne, en 
ella, debía ent^d^r en eaioa recnrsos. 

De ahí qae, desde éntÓDoea laB constitaciones provinoiales, 
casi én bu totalidad* atribayen la ¿acaltad de entender en los 
recnrfroB de f oeraá, á sns respectíyas cortes «npremas ; y 
ODmo la cámara de lo tnvil^ en la capital de la república, hace 
las yeces de una corte soforema pronncial, 6, ella se ha atribni-' 
do-estaifaonltad desde que se organizaron por primera vez, 
los tribunales locales. 

La comisión no ha hecho, pnes, otra cosa qne ratfficar lo que 
ha encontrado establecido incontrovertiblemente aquí, como 
en todas las demás pt^oriúcias argentinas. 

Me he contraído esclosiramente, en mí razonamiento, al re- 
oarso por conocer^ porque para el fin qne se propone la comi- 
sión basta qne haya nn caso en qne el recnrso de fuerza resulte 
incuestionable, para qne se atribuya á alguien la facultad de 
enteúder en él. 

A juicio de la comisión, en una ley como la qué se discute, 
de sÍ9iple organización de los tribunales, no puede hacerse 
otra cosa que conceder los recursos in genere^ dejando la es- 
pecificación de los casos en que han de ser procedentes, como 
los medios de hacerse efectivos, para una ley mas vasta, mas 
fundamental, como seria un código de procedimientos civiles. 

Es por esta rnzon que mi honorable colega, el señor doctor 
Gil, que habia manifestado que podía ó debía hacerse cierta 
distinción, sin embargo está ahora de perfecto acuerdo con la 
comisión en que se mantenga la redacción, del artículo tal 
como está, porque eso no escluye el que sé haga esa distín* 
cion mas tarde, si, al discutirse el código de procedimientos, 
la cámara juzgare conveniente hacerla. 

Tales son las ideas que han prevalecido en el seno de la co- 
misión sobre el punto que actualmente se discute, y que he 
sido encargado de poner en conocimiento de la cámara. 

He dicho* • 
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SW. J^#f railtfS^PidQ tá palabra. 

Habiendo declarado, el n^fif^ jjpáí^mbri^-i^ittrK^ de la 
GaawioBik de Códigoe,|8a rei(rf«^io^ fl0 noifuMr^an lo fonda* 
mental de la caestion qae está 4 1^ issmi^^MífihA de la C4» - 
mam» me encuentro en la imposibilidad d^^dar mayor desen- 
volvimiento á las ideas qae tuve el hongr 4^ someter á su ^ 
jiiioic^ eu la sesión del viérnes.pfiWido^ . i : 

Me limitaré, por consiguiente^ 4 pbser\r<^ d?^ ^o obstante ■ 
laaxeglasde método, á. que se ha 8ubQrdi;^i^..|a Qomision e^ . 
8ii.efiq;>08Íoion> el proyecto tiene todo el radicali^mc^, dlgá^n^ioslo 
asi» de que carece el informe^del señor diputado por Tucumaa 
que deja la palabra. . . . . « 

Para insistir en el consejo que primitiyameiite presentó & -. 
la Cámara, dá por fuera de cuestión la necesidad dé restable-- 
cer uno de los. recursos de fuerza, el llamado recnrso de /liar- 
la en conocer, j es precisamente este el que mas fundamental 
y directamente ataca los principios y derechos en virtud de 
los cuales hice, en la sesión del viernes pasado, objeción al 
artículo. . ' *' 

El señor diputado ha dicho que pueden sobrevenir conflic- . 
tos de competencia entre los tribunales civiles y los tribunales 
eclesiásticos, y que, dados esos conflictos, és absolutamente 
necesario buscar una autoridad competente para resolverlos. ' 
T ha dado por seiitado qne esta facultad debe corresponder ' 
á los tribunales dviles, que es lo mismo que dar por sentada 
este otea doctrina : la de l|k superioridad de -la soberania ci- 
vil sobre la soberanía de la Iglesia. 

Preeissmante, ed virtud del priiuipñó eonitíratiOt la Iglesia»' 
ba protestado eontínuámente, á' través da todos Iba siglos, 
contra los gobiernos que han adelantada esta; dobtrina ; pre-^^ ' 
cisamenteen virtud del principio oantrário me opuse á la 
sanción de este ineíso. \ r - \\ 

La Comisión ha entendido quaníp hcgr.imda que modificar 
en sn despacho^ Yo nada tengo tampooo que modificar ea 
mis ideas, y nád& fundamental que añacQr, en lainto no se 
adozcan nuevas rasiones. 
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• No ptiédo^ ilrtÉír en'ijBÉí fc é to «K>titite el ftftfeido qtie pt^peno 

'Me coloco eá lainSétiía sitaAcion en que me coloqué cuanlo» 
cihípando en íaflM afateríorés na ásieitto en esta niisma Gama-* 
ra, se presentó por primera vez el proyectó relatiro i loi • 
tüíbínniles de jtkiiii¿fá dé lá capital. Snten'dia y entiendo que 
no es licito £ nn oátSHoo, guardar eSlenoio, y mncho menos oon- 
cnrrit con sfl voto, cnañdo se trata de la sanción de nna oláu- 
B¿la legal que aitécta fundamentalmente la independencia do ' 
U. Iglesia. Por eso me opondré siempre ;á que en las leyes, 
á Caya discuston asista, se consigne, en una cláusula ú otra, la 
doctrina á que responde el inciso en discusión. 

Admitir la Iglesia como ella es, como una sociedad perfeo* 
ta, con todos los medios necesarios á la consecución de su fia ; 
reconocerla como tal Iglesia, derivada de un origen divino» 
importa en buena lógica, importa en sana jurisprudenda, 
admitirla con aquella vida externa y con aquel conjunto da 
instrumentos legales para que esa misión sea realizada. 

No ae concebiría, no se concibe, la Iglesia como nna e^tí« 
dad así definida» si ella no ha de tener los tribunales necesa-* 
rios para administrfkr joi^ticia y para hacer efectivas» en la 
vida real, las disposiciones que forman su legislación. 

- Los [reeorsoa de fuerza» en cualqtiiera 4q loa tres casiui eoi 
que los prácticos los dividen» afectan esa independeneia» aoa 
violatoñoB de la eaaa doeliriña juárídica. Cnakinieta de eaoa 
tres casos im|Mirté nna viciación, manifiesta de los {HÍneipioa 
elementales del peoeedimiento. 

Si consideramoB al recurso que ee emplea bajo la denomí** 
naciendo no otorgar \ nos encontramos con una sitoaeíoii 
jurídica en que on jaes de jurisdicción completamente extraila 
& aquella á que correaponde el asunto» interviene pava hacer 
qne nn óbice» nna,€hcriinicdbon legal», como ea la negativa dal 
recurso» sea suprimida ; para cohibir al . juez que > legítima» 
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uMWb está üdftMftiM¿ éh »t aMñIfe, ]^ fÍMtt)MWPéP(MK^«b 
<)oiícé¿^ un i'edimlb que él«utítadé (MífUproeMftfaW. '^ 

^wíoáó déproeeier, teáémóé'feiíiMeátm }éMs MVffilMftñKttiMd^ . 
«ü él procedimietíto edéél&srCieo, pftm 6oltfUi^ áfli|ift¿ (sbáipl^ 
téáté^M'el asunto, y' pbhérló en él cmú é& «jAéÑ^los Ofino» 
nes, ae ttplioíub láa lé^to Áe p]t)ééaiútiéttt6 éáitíiittíctá «ii 
uua forma que estoiaei, en bo ooncieneia, entiende no'tflí^la - 
pértinéiíte. t . 

' Cuando pot fia fie trata ¡MÍ reoueso tajóla 
jfor canoe^r^ teáemoír que* una duí^on ' dé cófm|)j^téixtdía^ 
<1<)B firdenea de juriadiocion es dfMmida por mofóle loe ele- 
utontos que representa escSú^tameúte traa de esas jtirSidtG-' ' 
x^iones, contra el principio elementad de qttela anübridkd sn* ' 
^^rlor es la ánica que puede dirimir competeíieiás. 

' Stdftor : considerando estos recursos etí general, ellos no 
resisten al análisis ni del puntó de vista de la doctrina, ni 
•del punto de vista ltt8t6rÍco* 

Bajo el punto de vista de la doctrina no podria justificarse 
un procedimiento con arreglo al cual se llega á extremos en 
que, en vezado seguir, según la legislación universal, elrecur* 
eó de apelación del grado inferior al grado superior, resulta 
que úaa disposición de la Curia metropolitana es enmendada, 
«es trabada, es reducida á lá nada en la práctica por una Gu- 
iñara de apelación de la capital, por uñ tribunal civil que no 
«stá en grado gerárquico superior á esa Curia í mas todavía. 
Tibiándose en ese caso ofcro principio elemental en materia de 
procedimiento ; porque si es eVldeute que la apelación vá de 
:grado inferior á grado superior, también es evidente que la 
a|>elacion, según la legislación delospaises cultos, se produce 
en el mismo drdén de jurisdicción. Una causa que per- 
tenece á la jurisdicción civil se apela dé lo civil á lo civil ; 
una causa comercial, deV juez de comercio al tribunal de lo 
mertantil en grado superioír ; lo mismo en las causas crími* 
lildes ; y aquí la apelación es del juez eclesiástico aljuez civil. 
Algerinas; ¿quSgaranfcia dé mayor acierto, qué garantía 
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^ W«W*«MM*W«» |{aíí*l»:«frf<5fr. iW ¡MSSB <5mlfle ff^^,^ 
resolver ^¡fx^^si^ *?fiW(*í JW^'. .?? i%¡tís^W»oja ecleslástíc^ í , 
Y fa^fi^^iíiGb^' Jir^ticp4.« hfi qp8a% como en estos .tjie«- 
p^pi9f8^(^ami«f|ii9./9Q ^M2^8|¡^p (pcUA sino eB.pasi todos, ae projob-^ 
ce% .¿i||^é||^Bp|^sci<;M9L ^VficjaVqué conocimiento tiene^ ^r- 
UPA .dedi^cion espaeJTfi^^ al «B^a^dio de estas xnatei íi^s, ñuo&- 
tcQs ma^tra^ois^ ^j^J/j^nu^.dis^ngaides. bajo otros re^ 

p^tOlt? . . ..;.«• í ■ • • . - •• 

Es sabido que no se dá hoy á la materia de derecho cano- 
B^ca^igi;^ dgdica9ÍoQ^ A^^l^ ^[9|P9itaifcia en los estudioiSv 
qil^ if^ le daba en ptros. tiempos;, y sobre la desventaja de ser 
na jijéis civil ^e^jaez^n^i pontee del ^r^porsp» se, tiene que con«t 
Bidcrarlax3irc^nstancia de.qaeejimas; incompetente que Ign 
qijie .e»,Qti«íst\ea5K», podía j debia^sB^ 

Otro principio de íegislacion ojuversal es que la interprcr* 
tacio9 de la^.l^yes, para tener garantí^ de. acierto^ debe ser- 
hecha por la misma autoridad de donde, ^manan. 
* La autoridad que dicta esas disposicí^qnes ps la que se hallan, 

eo aptitud para: intepretarlas. 
Si cojosideramos la cuestión del punto de vista histórico,. 

nos encontramos con que la Iglesia y la sociedad civil han. 
vivido sin semejante recurso, sin semejante procedimiento., 
violatorio de la mas sana . doctrina y da los principios de la., 
legislación universal, desde el origen del cristianismo hasta, 
el siglo XY en Trancia, y.hasta el siglo XYI pn jQspa&a, coma 
acertsf^mpnte se dijo en la sesipu del viernes. 

Seria curioso que en la vida de ambas i^ociedades hubiers^- 
faltado este resorte, que en la autoridad civil 0e supone indis-*- 
pensable para el funcionamiento de ambas sociedades, ppa. 
8u marcha simultánea ; y que hpbiese faltado un. adminicula 
jurídico deestaimportancia dei^de la fundaeJLon de la Iglesifi^,^ 
por Jesucristo^ Jhasta Carlos V. 

La vida de.la Iglesia muestra, la vida civil muestra, qua 
tanto aquella .como el astado han marchado sin necesidad. 
de hacer estai^ apelaciones, que derivan dedoctrin^ que afec-v 
tan fundamentalmente la independencia de la Iglesia» 
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Sn loi ptteiflMs1JMq>0B, corado !» peihseeif^ii'ii eéifllte- 
tiismo se réaüii»!»^ e<m toddis fiii9'lM¿r<ftres, Im IglMÍli ufeirola 
4a jlitrhdidcnofr étfph^iMBl í^f« CM fiéfeá, dWío «}ef«il «ftttíbteti 
'<á jQrisdícdbfti tMlporftl, los pMújé tíe fiíHabaA fw ia auto- 
dad ecléÉffi!Ítl¿a ;' iteh á allií lOd<Ai Km ttidttfbrds da te ^ietía 
4í racibiirla imttoilcia» ri faUa díoMdíD cía jaáfciiña 7 es equi- 
dad. 

Se eatoUeM la I»» en lTOm{id ée GoDcftanfe 
«ate empeeádór ri protaelór da te: Ig^esa^ y anÉéMoaeáiptéaa 
.*é «iiyiearaevi'áiiiQo medioide 8<ddok>ii qioa ^Ha :ka admitífla j 
pboda adañftir aula aadettrav {miqnaattaaio eniHiii iiaiii en lo 
que es fitadaínental>N-]a8 doooQrdíaB, los «mgtoBi las aonee- 
Bienes hechas al poder civil, sin afectar en nada loa déÉnhoB 
de la Iglesifi |^ea hiJ^diiiípMi|trl^iMde:k:jtLilfi^a elilhA oaa- 
«as «lue ocurran, ^gai^aa índole y segqn laa o¡rc«n^tand«i. 

Así vemos que bajo todoei los emperadores cristianos, 7 
aingularmente en las Novelas de Jostiniano, se declaran laa 
razones qae sirven de baseá esta manera conoprdiosa de .pro- 
ceder, evitando conflictos entre la Iglesia 7 la potestad oivilt 
«ntre la Iglesia 7 . el Sstado. T . despnés de tantos ai- 
{plos, es motivo todavía de estndi^9 séi:ios j de admiraejoa 
,1a .sabidnria dQ lap. dispompiqnieB cpntenidafi en esas.QQna- 
^tituciones imperisilesv 

Si un delito eclesiá^ico se. comete, si hay actos que. púa- 
dan afectar en algun% manera los derechos de la Iglesia, juas- 
jpie el Obispo, el tribunal eclesiástico, porque las condiciones» 
de acierto están en eso, aplicándose las'Ie7es canónicas, dice 
Jastiniano, á las cuales no desdeñan conformarse las' nuestras 
porque representan la verdad 7 la justicia. . ' 

Viene la invasión de los bárbaros, viene la edad media ; so 
producen los grandes' conflictos qué h^fitán álá 39ttfopa,' '7 la 
'Iglesia se eúcáéñtí^'a como^etí'lcb 'primeros tieúi](>ófa, tal cuál 
áe enconthiba cüaiidó recién la f cmtifií Jesu-Crísftó. 

Y i qué sucedifi entonces ? * ;' 

Ella volviendo & su manera de proceder primitiva, ateii- 
dliéndo á iódbs * tos "intereses de taésl flslés ea bü pro^gáé&i 



Ksta y estrecho, se levantan loa parlamentos, qae por adminÚK 
•tnb'Ui í^tíowibNft Mcreén hriUtUesy ymfi «áptriÜB toMoíende 
áíimTéfmam^wátm ^epmmiifil Sé dbpiéaará ]K>¿er?6bÍQa il» a{di^ 
4MnÉi.d»'lM[s«iítemí|asuiéioa joeów 

OOB Ia) apflHÍop'^'&iMt if lá ijiñrá^ qtierlfs 
áaítifwiQBgaa pái^ iidBU'.b>jii0tícia.éa> loa tcifaniMlp& 



lia 'IgíekiA ^0 lo ka^acbnitíSo; y hemos 'prei^énciado este* 
liecho carioso, esta gran iñcoñsecneñeiá, como otras qne la 
liiíAoria nos óir^óe : que los poderes establecidos en risení^ 
'plaeo^ dé aquéllos reyes ábsplatos, de aquellos rey«s que sí« 
'gtxieron los óonsejfos de juristas estrechos y mal intencionados» 
'diciéndose inspirados por él edpfrituiñás ¿mplib de libertad 
^deft^nquícia Vespecto de todos %¿ elementos' que coüsti- 
''tnyén la sociedad— hau^écho nn título ^de gloria para tú de 
considerarse los herederos y representantes dtt esa tendencia 
'eontiíaría t loü derechos; & la lüdepeüdéncia dé la Iglesia. 

^0 Jiay el protesto de .deoir qne faltan garantías en loa 
juicips edesiáfiticoa y que se acude ál recurso de fuerza para 
suprimir dificultades insolubles ; no ae puede decir que faltan 
xnedios pura que la justicia se %dipinÍ8tre debidamente en loa 
ca¡6oaoonr^iiteflk Ko, séfiór. 

.jQnéfKr^}^y^^i^^Mc^^l9a^^^ opntri- 

bi:^al,e¡i i^^lgan^a^ps ep mi' jg^Q . . g^rjlf qwco, con todas Ifa 
garantías ,QeQmifiaBpfi;a la ex ^uutoaf 

i Acaso no tiene la Iglesia un gffe9Tip^^»i^l.oaial» «igoiploB. 
^ todos 4wr#qiHqso«,3Mi«d^ dirigirse ipn^rfi^ea deade cual(|pier 
WfjxmQ de4» !tí0w*Qj^ W¥iwle^^flp|?i^ j{ff« jm P%W^ 



r' 



as— 

^.flhnntiM Éaám^fftmiim^iá momio f .dvipH|i«fo.é^árítai de 

-: . : iiXiiñf iMJi^oBÉuKaiBtni tíémilfB^^cxmáia\\iffififak^ Mítmpto 
mismo de loa hombrea de Estadb aKBdbfteteSiá ln I§^«|jyi, 
I JiiOflTniuunihlft lantíria i ir-üÜmiw^MfcgMkrÉidiiiHáHifliM BMfiiflflneii« 

yVSñ^mm <§¡^9A9ÍÁM^§m^ J^0lií^;;51»ej4yri¡««*Ja 
Iglesia, se cree encontrar la QeP¥'^m4AAi|>9ffi i?hicwiQf^ypá 

^^i hiíy gjfcrantips pp8ÍtíY^,,l¿My , jpcí^a^sseifprpa.j^ 
.í^fíjM.fl.ÍRgro^e ^mw|;¿rfi^8ifl|i^ ^JpgítjgMíh ellas psifr^j^n 
los tribunales epleaji^Btioo^^. .,Y la Qspio^ ¡arg^ntin% do;3^e 
están or&^anizados y reconocidos, no me parece que sienta, 
en parte alguna, ningaoo de esos estímalos, de esos impulsos 
de la opinión, qué pongan al Congreso en el caso dé buscar 

garantías : ellas son innecesarias, aT mismo tiempo que viola- 
rW de los derechos y de los intereses, argentinos, aten- 
torias á la Iglesia dejos argentii\os, que es la Iglesia católica. 

— r - ':i t -1. '- f " t^^ í' » '^ > •. ' '* ■* ' - 1 •' r ' , ''» ' •'" 'í ! 

, He dicho* , . , . , 

* j^db lÉ» pablarai. • : .. >■ : I '.'.:.' - 

" Séfio^ PrelBÍdente: Yeogo, eomo8einfterd,ámaQtf estar la 
opinión del poder ejeénÜTo "sdtfre' eista tfukltíóü. 

- Nof és'paiía él |;K>éer e)e(Máíro; f úr^ qlie tampoco es para 
lA'&ougteBó iá pfira^'p«€M<r, 1« ottéÉlnv^^ile «embate, \i4ka 

-•MStícto de.mera jiitisdiMi<w 4e tos trtbniíltos ; es ana eaefeH 
táíátt qM tifióte gNMidétt mtoMiesy.do^echo» de los duda* 



•Chpeo que* todos los hombres qué hait maúejádo coa mayor 
é^tDíetíór'^te&ricm'bscMtt&tdSwpábUcoses en elicaso^e 
poder afrontar esta cuestión, qtié no es poi^ cierto dificif. ' 

ofi)»0 mmjftAmUm^futt^ afiMvterla (odos ios* íi^ftores diputa- 



* 

individuos y á las fg^miien mm*m W»;dW»4ítt lj^v]uj«8 

- '• Bt/ «Mdr 4iÍQili«io4q«i(^ .dt|a' fe paMAibiiíAíI •isuwkMa ka 

- i M t i foi qiift é»<»Jdiehd» tribüñÉtofi. - ' . :! 

Qaiero céMéder que ki^fiMteeion 1i(A «éftdr'<áfpataáó sea 
Wcléif. TÍ0r6piiir^ ráteork'jcii9éHiMiéíiá aÉtaiácio& ioía ea 
'^mataifte» y" caando'fie tmta de reglamentiér la jatisdiccioa de 
^Ids'^báéres páblioea y ñjsé la ésteóatoiVde liié fiek^altádés ^ 
corresponden á los tribanáles, íÉe loniá gai»iá%fttá másfotttfá- 
^meñMes qtre ^sta. • ' ' > 

r t* • ■• » 

"•Etó» eh efecto, señor presidente, motiVode aWma en a]^« 
^nas épocas la ostensión del poder áe la Iglesia. 

.Este poder !habiá llegado á tomar an incremento tan gran* 

"tí!''"-*,' '-"T'*!^! '*T . ♦ .t •'. ,^' 

de, .tan desmedido, dne'^dominabá completamente el mundo. 

/ ,.íf?SMP^ IwMJiapj des^foií^a. fpiu<^, .dat^^p j .q^ij^aj^f^n 
^.l^ifijtoridad y ppder. . Uno de pUoíi ti:&z6,jU.Qi^. líu^» comotjdioe 

ídl docfew.yelea Sarsfield ;.ur«i meridiaaa á travéa del pceaijtp, 
^j. ^i^^^P^ijtugal lapar,t0 oriental y.á pspciEia la parte occidpfi- 
^poÍAe^^xi n^V(0 piando. £1 i^ismo docior Yelea ^^vv^fk^^j^e 

este reparto hec^p^ppr un papa entre dos n^cionen de Eur^- 

j^^i^i^do ^Eftr^o|)a entera tenia derpphp |, i^piacivi]^ en 
^Ip9,ai{pnto8 de , h Ajpérica y. 4et^r^^QAr fia p<>l:|lacion< cítíU* 
^^ja^ eíi^jin^^jMl^bro; fse |:ep^rto^ decía, j^e9!iP,por wijFfpa» 
Jti^.i^^Jf^ 01^^ de la dej^^ del opntine^te ,aweri- 

<»ño. • 

. JgU)9(lÚPI^irMi^Q|Ll<>aWp^ JilM9(^i|Ímtfd^, en la 

~^Mtor ^Y^fí9 jTi iMtt^ii todos loa.. ai|t^o$i!tfmil«i(}»; la Jli^ítion 

dé lofEijffi^piMMUT ]4^.#^toa^íM ¥«Í4oMr^#IMíSAt^ffitorio 



ÍIIIqb íet^rmiBfkron ^a fB^^ 4P:1q8 ^sj^c^e^ Oftftiw If^ 
moros BOgan el doctor Yelez, oaaaa también del atrasp^^fí.^ 
Bgpalla e» las éjpppas^Bj^lSír^ ' .,: 

Mos. dieron |)r8ei|iiaenQÍa jlt^lps ^^ec^9siá^tio9B. ^9 .tpdojf ]Í9a 
testados; .Ips bi^es de Ip^ ^lp8Í4^tÍ9o^ít^^^an jpv^^^^^ 
ley ciyO no alcanzaba á éstos bienes. 

Todo poder, toda: dignidad, . todo beneficio, proyenia .^ 
ahi, y todo martirio 7 todfi. pj>resípn.tajpibien9 podía tei^erj|^a 
origen aki. 

En esta sitaacipn, jijisto es reconocer qne los poderes ten^- 
porales buscaron un medio de contrarestar este poder inmei^- 
Bo; ji conforme fueron despertando las monarquías de la 
tierra de ,esta opresión, fueron introduciendo eñ su derecho 
civil elementos de resistencia co^fcrQ este poder. . 

E^te poder colosait Quya n^aestra prii^ipal fué la inquisi- 
ción, que se recuerda todavía con espanto, no ha dejsdo rt^s- 
tro trascendental ent^e nosotros; jj^ero si ha dejado alj|i;u^a 
muestra, que figura todavía como una ai^enaza contra 1(^8 
derechos de .los ciudadano9f entendidos .oomp los en)|ie^den 
los estados modernos. 

Esta muestra son los tribunales eclesiásticos. 

La defensa contra esa amenaza, son los recursos de fuerza, 
que figuran rOn todas las lej^ladon^. 

"Ño debemos i^irar, .señpri en esto una <^noe^on de los 
papas; y en esté punto me voy á permitir molestar un ,^co 
la atención de la cámara, trayendo- á la vista aiffnnos. ante« 
oedentes. 

|3e dice con frecuencia.: Los ffobiernoB de Aniárica no 

paed^n invocar las ponp^^sípi^s que^ se hjzb á los reyes espa- 

fioles, oomp.pi^trpnosdé ^^r^l¡^o;i: no son sus heladeros; 

porqY|o.)ps.pap|isppncedie^pQ á.lpa reyespspafioles, en cap¿c- 

rífPf^í»onal, ciertas ^pr0^<j¿3itiv%^. 

Pero, yo sostengo, á la par de:)^ps los lipml^res ilustrados 
^^Pn^,K^ ^ne, ^i cpno^f^pn huí¿ . i»p fué ala perspn^ áe 
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*l08 reyes españoles, sino al representante de nnfi soberanía; 
y qne, sí esa concesión tenia nn motivó, ese motivo fué ta 
propaganda dé lá religiótí, taé las necesidades de la con- 
qmáta. 

. Si esos fueron los motivos, las éansiis subsisten liaste aho- 

'rá, porque la conquista, que comenzó aliora trescientos años» 

'toc^Ka concluido sino hace tres años, al principio del 'gobierno 

actual : todavíci se puede encontrar fresca la tinta con qué se 

imprimieron las memorias^ los relatos de viajes, las últimas 

'escursiones al desierto para someter á los bárbaros. 

Entonces, puede decirse, pues, que el mandato de los papas 
no ha concluido, si quisiéramos nosotros entender que real- 
mente ha habido un mandato. 

Pero, se pregunta también : los papas, al hacer estás con« 

' cesiones, daban algo suyo ? ¿ Sra una propiedad que les 

pertenecía esclusivamente ? ¿ Tenían ellos un derecho ó con- 

' centraban ellps el derecho de todos los hombres, habitantes 

de la tierra, tuvieran 6 nó la religión católica, y ese derecho 

podían otorgarlo en la forma que lo habían otorgado á los 

' reyes de España?' 

Sostener esto es sostener una teoría contra la esperíencia 
y contra la historia. 

Los mismos papas se verían én el caso de no poder soste- 
* ner*sómejante teoría. 

En efecto ¿ cómo se hacia el nombramiento ¿e los prime- 
' ros papas ? ¿ De dónde emanaba su poder ? 

Éllotí fueron nombrados por elección del pueblo, y repre- 
sentaban y tenían el poder que ese pueblo había delegado en 

ellos.. , 

ii^. Eiutónces, pues, si algún podeir podían traspasar a otras 
'manos, no traspasaban otro poder que el que habían recogido 
' en el seno del^mismo pueblo á quien lo devolvían. 

Estdj por ¡¡lo demás, está conforme completamente con las 
teorías respecto á la soberanía que priman en la actualidad 
' en todos los hombres que piensan i 

%n ese caso si las concesiones de los papas, Á se quiere lia- 
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mar á esto cenoesionee j no recobixv de derechos, habrían sida . 
la devolacíon de ana parte de la soberf^pía, á pueblos que de- . 
biim tenerla.. ... 

Indudablemente» todo, éstj^do debe tener una» soberanía- . 
completa» definida, independiente dé todo otro poder estraño ; > 
y no se comprende ni siquiera que haya.posibilidad de aba- • 
808, porque no se comprende qné el soberano absoluto. pueda . 
cometerlos. * * 

E^ta|S coiicesionés» estos derechoo <|ue se sapone en deter- , 
minadas corporaciones ó individuos» no son sino artificioa , 
¡mra iaplicar de un modo naas etjaitatiyo j mas apropiado La . 
forma de la soberanía en detalles particulares. 

Pero dicen toda^^t 6 nos pueden decir los que sostienen la * 
necesidad de borrar de nuestra legislación esta parte del de-\ 
repho : la iglesia es de origen divino ; . el Estado es de origen , 
Iinmano. 

El mismo doctor Yelez» autoridad tan respetable en este . 
panto, dice que es un abuso, inyopar aemeji^nte pretepsion 
cuando se trata de las relaciones, de la Iglesia y del .J^stado^ 
y sostiene, como sostienen todos abora» que si la religión es , 
de origen divine^ elEstadp^ á lo menos, existe con eL permi- 
so de la divinidad» 

Las funciones del Estado :son t^n .grfmd.e8 oomo las de la; 
Iglesia, y concurren al desenvolyiniíento de la humanidad en 
la misma escala. 

Por conaiguídatei ^ tratar.de lasjfelaciones del Estado, y 
de la Iglesia, esas invocaciones estf^ria fuera de lugar, , 

Tanto derecho había para exijir el predominio de uno coma 
de otro poder, fundándonos en esa teoría. 
JSio es tampoco mas.atina4o..so8tener que las fornias actua« 
les de la Iglesia en su desenvplviinient^ dabeii predominar ^ 
sobre las formas . actuales deja jspf^iedad civil; en una pala- 
bra, que la organización de .los tribunales en lo eclesiástico 
sea niejor, y deba preferirse & la organización de los tribuna». 
les en lo civil. 

Porque ? Porque.podría coatestarse» volviendo sobre el mis-^ 



no Tés dá prioridad, Üikii Mdo liébfiós éa ditetén^e ¿poca. 

Es evidente, seflor presidente, que pon el últiúio artícútd 
düSán Pedro, nó se teVáiitÓ^ la légtslacioá actual ; c[tié ía 
I¿Ietíia, eéte edifréío óoloáit tal cnal lo encontrátííoa' formado 
hdy, fia ido haciéndoBé podo ipóóo : 'Cadá coüdllio lia añadido 
ulia cófta, cada PapU ha podido ^étltttt algo. 

Las formas de esta Iglesia se han ido acomodahdo á las ' 
cirbnnfttáncias ; y' éeháHe&Ló e^ó édá todo tino, fin un p&ñ 
dbndé encontraba gobibráb d^t>Íl, l(^niaba sn dóttiinid ; 7 éti ' 
o^o' donde encontraba un go%i^i<hó ivíérte sé ifepteg'aba y dé- 
primía sus pretensiones. ' 

' As!, pues, amoldándose' á las'Mrb'ni&átaticliátf, i*éspondidiido 
fiia^ necesidades déla Cristíatidádj y/müclíáisryec&s, respon- 
diSdíído á las necesidades^ 6 á'lat ex^encias de lo que no' era 
la Cristiandad, se Ha formado el elemento que ahora tetíe- " 
mos. , . . 

Lil organización de Ibs'^ribüliyéB ecleát^sticos no data ñA 
pt9ncípió dé la C^tíMi&iidád'; úo iné paí*6cd qué deba insistñf 
eft este punto. ' . ' 

"Bn el princií>io, no'etiétian los 'obispos 'eü la foma que los ' 
hay ahora, ni habia la misma cantidad de prelado^, ni habiá 
lá kubdiVisibti dé juri^dMk^ibfiéi^, lii'las chislflcaóiones que hay 
ahora : escolia ido foi*i!KiShdo80 como toda institución, con el 
andar del tiempo. 

Entonces el orfgún cKHúo en virtud del cual los trlbúnalea 
eclesiásticos predomixmriiRn sobre los tribunales civiles» no 
pliede admitirse. 

Yamos á otra parte. .- 

Los procedimientos dé ésos tríbunaleis ¿ seHan acaso niejo- 
res que los de los tribánales civiles ? 

Taiibien soisitengo' 4^ no es probable qué aki sea. 

' Por una rafeen muy sencilla : — los prócecRmieritós, en los 

tribunales civiles, están constantemente en estudio, iaon exa-' 

minados con toda meditación por hombres muycotnpetetites 

jr bieo: inten<ftottados¿ bou discutidos en la prensé, en los p^- 



hamano, & fin de hacer lo mas práotíoo, -io liiéjói^ ^10 WHM" 

Miéfiitráé iaftÁ lóiipiro<)edi¿fiti§ttfos dé loÉfríbotteílM eel^dfiMff^»* 
tieéi, tK)nio kMié foiqtie coftedfk^Ddé á la Iglesia; no e&iátlÉk 
veft en virtud' de inúj^faertefl podero»tó razones ; cada é6M 
eÉ ttéóiilar. G&súi^hítf ^ éremúiM de qtie táuéhíui d^ eXkilf4 
todas ellas tienen origen diyinot los humanos no se atreV^'4 

Dé aqúi resttRa qtto 4ds yóroQedfmientdi déloi oéte^ei^^' 
son del todo aplioabklé 4 lá tida d¿ las flOoieáades tnoá^ttM^ 
Y nó deben sé^; • 

Véase, pnes, Id <}tie l^ultáiíft, si acaso se botMdeIW:l#gÍiír* 
lamotfde este reetttso^áe'fdeÉ^v . ' 

Los tribunales' ecletíáMioos, co6 ' sn fáotiltikd ée<foM9»t ^ 
podrian entonces conéder en asuntos qae no {ttévá oé Sa^ 
competencia, yél itíditidno arrastrado á f»Uos, qné htAfi^ 
ocnrtídó volantátiaónenté, 4 qué laeríi éni^aéllo eh atfütio^ da ' 
aqtiellos artifidos qué sé ptxede crear pata haberlos coíi^íiít^ 
ánB tribnni^ttoténdHá medicado ddíensa, sé^ia joi^ado {^<dv' 
ese tribonal sin <fM pediera rédiazárlo, ann coandé hiérh 
evidente sn falta de competencia en lá materia. 

Con su fáeoltad paca emplear xm modo dé conocer, podHéP 
ese tribunal emplear los procediiüiéiitos-dé lois-cánoMS, mn»- 
chos de los cnales no creo que serian de uso en jsatoa tíéln- 
pos. Acaso prdria llegarse á aplicar el tormento, para obte* 
ner pruebas ; seria un modp de proceder. 

Con su derecho de otorgar, negaría toda lá ápelacioh,* y el 
individuo no tendría absolutamente elementos para salir dé 
aquélla jurísdicbion, no podría él poder civil, y que, por otra, 
parte con el mantenimiento exclusivo del tribunal eclesiáá^ 
tico en esa forma, se lé quitaría 

T quedaría entonces violada la forma mas elemental de la 
organización dé los trtbunáleÉr, aquella que dice que' los tribal 
nales han de tener una competencia restringida, para enteii^ 
dér en deterzmnádois asuntos, los que sefiala la ley. - 



Creo, por lo tanto, señor presidente, qae la Cámf^n: d» 
dipfetedcw Mm bieii(^a dost^erif^r^oni^ dis ¿Ji^sa» coa ÍAa 
tr^ l^i^aft^n que se Jiaila.dÍFÍ4^(>t B^rtf^l ^I^.P^r^oQ qii^: 
lQfttee(»ra£^c^ iicip^^js^ntalj^n^e l^fLc^^Qhoi 4^.1ogcíud^; 
^i^r. J qf^stí l<^a dps. ál^impí» -t^^^^fk. d^ an) mqdq maf^) 

En efecto un tribunal, qae, conoce en un asunto que iio.ea j 
de su^eompete^ieil^ pa!Q4d| Á f^ea»f # í^tffW^^i^W7 
aplíq^r lo^ proeeíimientoa ii28to6,y Jega^^s^ . ,; ; ^ [ 

Pero un tribunal que, aunque en asunto de jm^ coffk]^^jfié¡^a^' 
a{:^iea 'pyr0ca4ii^ic|ito& qae viólate lo^ ^^p% da Ips 4aicH^- 
dúos que niega la apelación, ^^ fiQ.^nieg^^dprraiiafso. UfH^ 
litigmtes, ^r$0^Í0 i|ia^ mai^fi^^t^mente gn;,pgtp^ra; ^e ^laa 
dwecJ^fib |W*d^ Jeaio^aíP mjsm j^ j^stícia. , >,,:.. ^ . . r 
.:-S^iíPirei^deate; ;,El poder ejoisiMiivo: ciíé^,qup el.reGPíSQ . 
dtf.^ippí<d^. ^er íiH?^|í^id<:^ f^ loMn^.i n^p. p^i^ rein^r^o ^ 
tif^9QrUi».0f^ikaepul8r, qcie hs^ si^^i^ooaQaipyible:h^sta.aihQra» 

<peTa{>r6994t|^iiuid0|re^del.]^t{b4pf iíSft»§íií# JJí^rMtta Pft- 
r^ )Q0.ciníd|kda9op, j qae no hi^ i|H>tÍ!B^P n^s^l^P Ji^ enlaa^ 
presentes circi^iBtanciaa obliga. ó re(^ig^lo,.4QJA ^i^gd^^ipa 
qÍ7Íl« Mas bí^A, qui^i, haWjia. i|4ptívpip9^rAipje^(M99!r q^ide>a 
aSr^^4^ con mAyor; fuerza aap' ..i ' '. 
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8r. H strUda— J?íáo la palabra. 

i^. <]!aii;o-'^ Si el s€&or diputado.xne,pi9|rn^to que diga 4os 
pnlabra antes que él,?.;., . / ,/,,:- í: :,_. -i,i\ 

£s QOA el objeto d^ Jiac^ uni| p})serv^cion;.que me pinraca 
puede a%r útil para enpa^inar eld^ateiausv^rdajdef'pskfif^es*. 

Hasta ahora, los bellísimos, disparaos que, ^mp^ p^^,l^^ 
tímido un efecto que puede coAsidfrarse int^rjQo;: .es fiepir 
C^f(.uno de nosotf os ha 8entid9 yiviu:p,ent^ lo. que el prs^^ 
lia dicho Y le ha acompañado. 

Pero en mi c&lidad de repre8eiitante,deL£i^ebIp argeijit^iip,,, 
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observo la carencia de aaa parte de la discasion qae es iadis- 
peasable : es la parte constitacional. 

Sien vez de mostrármela historia antigaa ea todos sus 
detalles, de segair á la humanidad ea sus diferentes evoltt^ 
tjiones ; si, partiendo con la rapidez de la electricidad, dejamos 
todo eso atrás y saltando del pasado al presente ¿ por qué 
no tomaríamos la Constitución Argentina, para fundar estas 
dos proposiciones : ¿ Está ó nó perfecta j absolutamente di- 
vidida la soberania popular, en nuestro país, en tre^s entida- 
des ? Si el peder judicial es una de ellas, estos recursos da 
fuerza atacan al poder judicial en el carácter constitucional, 
¿ ó pueden^existir á la vez el poder judicial según la Oonstí^ 
tucion lo ha establecido, y el poder judi<?ial eclesiástico, que 
no es ya el poder judicial civil, simujtánei^mente ? 

Si e^tas dos proposiciones fueran tratadas, me parece que 
tendríamos una bs^se de criterio mucho mas exacta que aque- 
lla que puede deducirse de la historia del papado como de los 
fines de la Iglesia. Porque una y otra cosa paréceme, ha- 
blando coq todo respeto., pefectamente impertinente a} caso. 

Nosotros estamos aquí reanidps . en representación del 
pueblo, que tieqe la soberanía. Ahora, yo desearía saber por 
qué medio. 86; podría alterar el ^^rtículo constitucional que 
nadie será jus^gado^sin préyia ley | pomo podría alterarse. las 
diferentes diyisiones e^i^tentes. , ,, . 

He pedido la palabra por un momento solamente, y con. el 
deseo de ilustrar mi criterio, indicando á los oradores un 
punto que me parece qu^ no.sa ha tocado ha^ta ahora. . 

Perdóneme el señor diputado por Buenos Aires que haya 
abusado de su bondad. i 

He dicho. ... 

8r. Presidente-^Tiene la palabra el se&or diputado por^ 
Buenos Aires. * 

Sé\ XéStVUéíU — Señor Presidente : 
El señor 'Ministro de Justicia ha dicho con muchísima 
exactitud quería cuestión que está á la consideración de la 
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Cámara no es una cuestión de teología, annqne se roza cont 
ella, como todas las de esta nafcaraleza, sino nna cuestión de 
derecho público eclesiástico, en cuanto afecta las relaciones- 
de la Iglesia con el Estado. 

Partiendo de esta manera de apreciar la naturaleza r!<) la^ 
cuestión en debate, el sefior Ministro también decia : £1 * e- 
cnrso de fuerza presenta á su favor, prima faciej el títu>(> de 
la antigüedad : es inmemorial en Europa, y es, en América,, 
tan antiguo como la. conquista. 

Después entraba á indagar cual ha sido su fundamento,-^ 
parte de su discurso de que me ocuparé mas tarde. 

Per el momento me detengo en esa su primera observación, 
porque yo deduzco de los datos que el sefior Ministro adujo 
en seguida de plantear así la cuestión, una consecuencia com- 
pletamente contraria á la suya. 

Si el sefior Ministro de Justicia entiende que esta cuestión 
afecta las relaciones de la Iglesia y el Estado, tiene, necesa- 
riamente, que convenir también en que es un punto que no 
puede ser competentemente definido, sino por concordia en- 
tre la Iglesia y el Editado. 

Ahora, si los textos que pueden alegarse, existentes en 
nuestra legislación antigua y en la legislación europea, rela- 
tivos á recursos de fuerza, no son producidos por concordia» 
entre la Iglesia y el Estado, también tendrá el sefior Ministro- 
de Justicia que reconocer que esos textos no forman parte del 
derecho legítimamente constituido, y desaparece el título de- 
antigüedad, cuyo valor estimaba en tanto, en favor de su& 
ideas. 

En verdad hay muchos publicistas que dicen que es; 
inmemorial en Europa, el recurso de fuerza ; pero lo dicen en- 
el sentido de que no puede establecerse con precisión cual es^ 
la fecha en que esa pretensión del Estado comenzó á haoerse- 
efectiva ; conviniendo sin embargo, en que no remonta, mas. 
allá, como decia el sefior diputado por Buenos Aires hace nou 
momento, del siglo XYII para Espafia y del siglo XYI panL 
Francia. 
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Indagaba el Sefior Ministro cuáles habrían podido ser los 
fandamentos por los caales el Estado reivindicaba esta facul- 
tad de hacer intervenir por medio del recurso de fuerza á los 
tribunales civiles en el radio de acción de los tribunales ecle- 
siásticos» 7 llegaba á la misma conclusión, á que, sin embar- 
go de ser tan prolijo, tan erudito en todus sus otras investi- 
gaciones llegaba el famoso jurisconsulto Soloiznno Pereyra: á 
resolver la cuestión con una sentencia de Séneca el trágico, 
en la cual se afirma que el soberano debe proteger á todos 
sus subditos. 

El se&or Ministro trazaba el cuadro del conflicto en que la 
la Iglesia j los poderes civiles han estado en Europa, durante 
largo número de años. 

Yo no comparto de ninguna manera ( innecesario es de- 
cirlo ) su manera de apreciar estas cuestiones. 

Si es verdad que la Iglesia ha dominado por largos siglos 
todas las manifestaciones de la vida, y toda la dirección del 
movimiento social de los pueblos, es verdad también» como 
lo dice Macaulay, que no era un ultramontano sino un pro- 
testante, que ha dominado como domina el sol los astros. 

Convengo si con el señor Ministro en que el recurso de 
fuerza es, de parte del poder civil, un medio de hostilidad 
contra la Iglesia. 

El lo llama de defensa, yo lo llamo de agresión. 

Pero si reconoce que es una arma de defensa, reconoce que 
es una arma[de guerra en poder del Estado, y es evidente que 
no se puede suponer que haya jamás formado parte del dere- 
cho constituido por concordias entre la Iglesia y el Estado* 

Basta, por oonaigaiente, ccmsiderar laoaeetion en el propio 
panto de vista en qne la ha colocado el señor Ministro, para 
destruir la base de todo su razonamiento que es la antigüedad, 
la posesión legitima d^ parte del E;$tado de la pretendida fa- 
cultad. 

Nos decia el sefior Ministro también que lo que es nuevo 
cu el mundo es la existencia de los tribunales de la Igleeia^ 



— se- 
de jaeces eclesiásticos encargados de ejercer una jarisdiccioa 
en el foro externo. 

Si el señor Ministro afirnaa que es inmemorial la existen- 
cia de los recursos de fuerza, no puede decir que es moderna 
la existencia de los tribunales eclesiásticos. 

Señor Ministro de Judíela, Oulto é Instrucción Pública^-- 
Si me permite. •• 

Yo no he afirmado semejante cosa : no he dicho que son 
modernos. Lo que he dicho es que nó todo lo que hay en la 
Iglesia es contemporáneo con su nacimiento; que eso ha ido 
formándose poco á poco, y no creo que haya persona alguna 
que sea capaz de sostener, que desde el nacimiento de la 
Iglesia, ya estaban organizados sus tribunales en la forma en 
que lo están actualmente. 

Pero no he dicho que sean nuevos, desde que contra esos 
tribunales se levantaba el recurso de fuerza. Guando menos, 
serian contemporáneos de aquella resistencia. 

Sr* Estrada — Contestaré al señor Ministro de Justicia, ya 
que acaba de decir que no espera encontrar persona que afir- 
me que la existencia de los tribunales con jurisdicción exterior 
es contemporánea de la fundación de la Iglcbia, que ha en- 
contrado á esa persona. 

En efecto, en el Evangelio mismo consta que el Señor reco- 
mendaba ásus discípulos que controvertieran dentro del seno 
mismo de la Iglesia, las cuestiones .que entre ellos pudieran 
surgir. 

En las epístolas de San Pablo, hay dos pasajes : en uno^ 
dá reglas sobre procedimiento en materia de juicios al Obispo 
Timoteo, y reconviene en otraá los fieles de Oorinto por 
cometer el abuso de llevar sus contiendas ante los jueces pa- 
ganos de los tribunales seculares. 

Señor Ministro de Justicia, Güito é Instrucción Pública'-^ 
¿ A cuántos siglos del nacimiento de la Iglesia ? 

Señor Estrada — En tiempo de San Pablo señor. 

Señor Ministro de Justicia^ Oulto é Instrucción Publica^--* 
Pero ¿ á cuánto tiempo del nacimiento de la Iglesia ? 
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Señor Estrada — El año 66 de Jesucristo. 

Señor Ministro de Justicia, Gtdto é Instrucción Publica-^' 
Sesenta y seis años hacia, lo que no era ya contemporáneo 
del nacimiento de la Iglesia. 

Eabia Obispos en aquel tiempo ; pero tampoco habia tri- 
bunales. 

Señor Estrada — Los hubo desde la resurrección del Señor. 

Loa Obispos fueron investidos de facultades judiciales en 
el fuero exterior. Los tribunales déla Iglesia son, por con- 
siguiente, contemporáneos de su nacimiento. 

Y habiendo sido arrastrado por la interpelación del señor 
Ministro á demostrar lat existencia de estos tribunales en épo- 
cas tan primitivas, escuso, señor Presidente, otros anteceden- 
tes Ique podrían también demostrarla así como su libre 
funcionamiento á través de los sioflos. 

Queda, por consiguiente probado que la existencia de los 
Tribunales de la Iglesia es tan antigua como ella, y queda 
también probado que la existencia de los recursos de fuerza 
no es antigua ni debida á concordia entre la Iglesia y el Esta- 
do, sino que, por la propia confesión del señor Ministro do 
Justicia, ha sido una arma de guerra del Estado contra la 
Iglesia, 

El señor Ministro de Justicia añadió que no hay razón 
ninguna para conjeturar que en los Tribunales de la Iglesia,, 
encuentren los litigantes suficientes giran bias, ya por razón 
del procedimiento, ya por la competencia de los jueces. 

Los Tribunales de la Iglesia son compuestos de hombres, y 
lio creo que sean hombres superiores á ellos los que compo- 
nen los Tribunales civiles, y, como se ha demostrado perfec- 
tamente, la facultad de interpretar la ley corresponde á los 
Tribunales de la misma naturaleza que los poderes de los 
cuales emana. 

Y recordaba á este propósito el señor Ministro el antiguo 
y famoso Tribunal de la Inquisición. 

Desgraciadamente, no se puede tocar cuestión alguna, en 
la cual se ventile derechos de la Iglesia, sin que este f antas- 
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ma de la Inqaisioion se baga aparecer de ana manera 6 de 
otra. 

To no negaré al sefior Ministro los abasos á qae ba llega- 
do el Tribunal de la Inqaisioion en Espafia y en PortagaL 
Pero yo qaiero preguntar, si, al señor Ministro de Jasticia» 
si ban sido los recursos de fuerza acaso, si ha sido la acción 
del Estado, si ba sido la intervención del poder civil, la que ba 
morijerado á esos Tribunaleí», la que ba servido de amparo 
á todos aquellos que podían ser víctimas de sas abusos. 

No fué por medio de lod recursos de fuerza, no fué por 
medio de los reyes, como la Inquisición fué contenida en sus 
abusos. 

Fueron los Papas Sisto 4*, Julio 2% León 10 y otros, es 
decir, las autoridades superiores de la Iglesia las que, para 
ejercer actos de misericordia aun sobre los criminales, reda* 
jeron, dentro de los términos estrictos de la justicia y de la 
caridad, los procedimientos de esos tribunales, 6 por lo menos 
hicieron esfuerzos enormes, no siempre seguidos de éxito por 
conseguirlo , y no siempre seguidos de éxito porque venian 
á contrariar á esos mismos poderes temporales, á los cuales 
el señor Ministro de Justicia decia que deben entregarse los 
hombres, dándoles la soberanía ilimitada y absoluta, porque 
son los únicos capaces, por su propia naturaleza, de protejer 
el derecho y la justicia. 

Sin duda, señor Presidente, que el Estado tiene una sobe* 
ranía ; sin duda esa soberanía, como el señor Ministro de 
Justicia decia, viene de Dios ; pero todas las potestades vie- 
nen de Dios ordenadamente^ en una gorarqnia á la cual se 
acomodan por fa razón de sus fines, y de su naturaleza ade- 
cuada á sus fines. 

El Estado es la sociedad uniformada por el principio de 
autoridad, á fin de definir el orden de derecho, y concordar 
todos los órganos que la constituyen. Ei el principio formal 
del organismo social. 

Pero el fin del hombre no se consuma sobre la tierra ; el 
fin del hombre se consuma en ana vida ulterior. La Iglesia 
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'es el órgano de la revelación divina ; ella tiene la potestad de 
'enseftar, ella tiene la misión de llevar á los hombres á su fin 
último y supremo. 

Por eso la Iglesia escapa del radio del organismo social ; 
por eso forma nn orden de relaciones diverso ; por eso forma 
Tina sociedad perfecta, es decir una sociedad soberana, y 
siendo una sociedad saberana, no es nn colegió nacional den- 
tro del Eitado sometido por consiguiente á la soberanía local; 
tiene existencia propia, tiene la facultad de dictar leyes y de 
organizar los medios de hacer efectivas estas leyes. 

Tiene, por consiguiente, una potestad legislativa, como 
tiene una potestad docente, y tiene también la potestad judi- 
tsial independiente de la del Estado, y que no puede en ma- 
nera alguna ser trabada. 

Ahora, si esta doctrina, que es la única sobre la cual puede 
hacerse reposar un orden de instituciones verdaderamente 
regular y Jibre, se opone á aquella otra, según la cual la sobe- 
ranía de los Estados no reconoce ningún límite y se estiende 
á todo cnanto pueda concebirse, á todo cuanto puede ser 
imaginado, entonces se lleva á loa pueblos á estremos total- 
mente contrarios de aquellos que el señor Ministro de justicia 
ha manifestado amar tanto 

El principio del derecho divino de los reyes, que es nn 
principio anti-católico, se vé renacer en los tiempos modernos 
bajo la paradoja de la soberanía del pueblo. Atribuyendo á 
un sugeto 6 á otro un poder *que^ no reconoce ningún límite, 
un poder que no está enfrenado ni por la autoridad de la 
Iglesia ni por el derecho natural ni por ninguna otra regla, se 
-constituye una verdadera, positiva y fundamental tiranía. 

Ersa tiranía era la forma de^constitucion de todos los Esta- 
dos paganos. Contra ella ha reaoionado el Cristianismo, 
precisamente en virtud de este principio de la libertad de la 
Iglesia, de su soberanía absoluta ; y en los tiempos calamito- 
sos de la Edad Media y poco después, ejerciendo ese grande 
oder que parecía censurar el sefior ^Ministro de Justicia • • • 
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Es verdad que en siglos de mayor fe, los Papas han^absuelto 
pueblos del vínculo de fidelidad y han destronado á reyes. 

De esa manera, señores, han contenido á los tiranos, y han 
enfrenado los movimientos anárquicos de las naciones ! D& 
esa manera han constituido la civilización moderna' y han 
fundado ese régimen de libertad de que hoy dia quiere prw 
varse solamente á la Iglesia. 

Si hemos de sostener, por consiguiente, las verdade- 
ras y sanas doctrinas sobre las cuales se funda todo este 
régimen de instituciones — que amo yo tanto como el señor- 
Ministí'o de Justicia,-— ha de ser dejándolo' sobre su base na- 
tural', y no sacándolo de la única fuente que contiene abun- 
dante savia para rejuvenecerlo y mantenerlo en su vivacidad 
y movimiento. • 

Pasando ahora á la observación que el señor Diputado por 
la Capital tu 70 la bondad de hacerme antes de que yo tomara 
la palabra, diré brevemente, que del punto de vista constitu- 
cional, hay dos consideraciones que tener en cuenta. 

La Constitución Argentina es, en lo sustancial, cristiana 
reconoce la existencia de la Iglesia, no como una comunidad 
accidental, — formada por participación de ilusiones ó de 
preocupaciones, organizada dentro del territorio argentino,, 
—sino la Iglesia^ la Iglesia como sociedad perfecta, la Iglesia 
como sociedad de doctrina, cerno sociedad revestida de poder,, 
como depositarla da la revelación cristiana. Y establece que 
las relaciones del Estado con la Iglesia deben ser definidas, 
en la forma de un Concordato. 

Por consiguiente, no se arroga la Constitución la facultad 
de que el poder político 6 civil dirima por sí mismo todaa 
estas dificultades y zanje todas estas cuestiones ó contra- 
vorsias. 

Es verdad que hay artículos en los cuales se refiere al Pa- 
tronato ; y los hay que se refieren á otras de las regalías, 
tradicionales del Estado español, que se presume, por algu- 
nos, haber sido trasmitidas á los gobiernos independientes 
de América. Pero es entendido que esas declaraciones d 



t \ 



— 41 — 

cláasulas de la Constitución tienen solo un valor condi- 
cional. 

La Constitución establece qué poderes ejercerán tal 6 cual 
facultad, si será el Poder Ejecutivo ó el Judicial, pero es en el 
caso que la potestad supuesta en el ejercicio de esta facultad 
sea adquirida por el Botado. ¿ En qué forma ? En la forma 
correcta, en la forma qué viene del principio de la indepen- 
dencia de la Iglesia respecto del Estado, en la forma que la 
Constitución misma establece cuando dice que debe celebrarse 
Concordatos entre la Iglesia y el Estado. 

Hsi recordado también ei señor miembro informante de la 
Comisión, creo, que la Constitución de 1853 habia establecido 
como una de las facultades de la Suprema Corte de Justicia 
la' de entender en los recursos de fuerza. 

El número ocho de '* El Redaclor " de la Convención revi- 
Bora de la Constitución de Buenos Aires contiene una exposi- 
ción que creo poder atribuir al señor doctor Velez Sarsfield y 
que sirvió de base á la eliminación de esa cláusula. 

Es verdad que, como el señor miembro informante lo re- 
cordó al principio de esta sesión, el señor doctor Velez decia 
que los recursos de fuera podian ser una facultad de los tribu- 
nales de provincia, mas bien que de los tribunales nacionales. 
Pero lo decia condicionalmente : en el caso de que los recursos 
de fuerza subsistieran. 

Por lo demás, el señor doctor Velez era adverso á los re- 
cursos de fuerza, y contra ellos espuso razones análogas á las 
que el señor Diputado por Córdoba manifestó en la sesión 
del viernes pasado, cuando contestó á mi primer discurso. 

No creo que haya en la Constitución ningún otro antece- 
dente relativo á la materia, sino estos dos : la eliminancion 
de los recursos de fuerza; antecedente que no es por cierto 
favorable á aquellos que creen interpretar bien el espíritu de 
la Constitución sacándolos del fuero federal, para llevarlos al 
fuero provincial ; y el reconocimiento esplícito que ella hace 
de la necesidad de celebrar Concordatos con la Santa Sede, 
para dirimir todas estas cuestiones. 
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Demostrado por consi^iente, que aun caando diéramos á 
la ConstitacioQ la interpretación más rigurosa, llegaríamos 
siempre á consecuencias perfectamente concordantes y con- 
gruentes con la buena doctrina cristiana, — que es la buena 
doctrina social y política,— insisto en aconsejar á la Cámara» 
no obstante las razones espuestas por el sefior Ministro de 
Justicia, la eliminación del inciso que está en discusión. 

He dicho. 

8r. Ministro de J.O» é L P.— Pido la palabra. 

Quiero dejar espresada con precisión mi idea repecto á uq 
punto que no es de importancia, pero que tiene ciertas atin- 
gencias con la erudición en esta materia, en la cual confie- 
so la inmensa superioridad del seftor diputado que deja la 
palabra. 

Lo que he dicho, quiero decir, que es y será verdad, es lo 

siguiente : que la organización actual de la Iglesia con todos 

u elementos, con todos sus recursos, con todos sus tribunales 

con todas sus autoridades, en una palabra, no es ni ha podido 

ser contemporánea con el nacimiento de esa Iglesia. 

£1 señor diputado me contestó al momento, habia obispos, 
habia . • . • 

Sr. Ooyena — ^Y es cierto. . . • 

Sr. Ministro de J. O, é L P. — Si le llaman obispo á San 
Pedro! 

Sr, Ooyena — Sí, seftor. • . • 

Sr. Ministro de /. C. é L P. — Pero no en las condiciones» 
que entendemos nosotros como propias de los obispos actuales 
y las que la Cámara ha entendido apreciando lo que he que- 
rido decir al referirme á la organización actual de la Iglesia. 
Es Evidente. ¿ Dónde estaba la catedral, el cabildo. • • • 

Sr. lastrada — En el Cenáculo. 

Sr. Ministro de J. O. é I. P.— Así, con esa clase de metá<- 
foras, habia de todo desde el principio del mundo I 

Sr. Estrada — Me pregunta dónde estaba ubicado un esta- 
blecimiento, y yo se lo digo. 
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8r. Ministro deJ.O.é I. P.— Pero existía la organización 
actual. No son los cánones de aqael tiempo. Es sabido 
que toda (la legislación se ha formado poco á poco. Y el 
sefior dipatado por mas erudición que tenga, no pnede decir 
que todo ha salido de golpe, despaes del último suspiro de 
Jesu-Cristo : obispos diáconos, sub-diáconos, chantres, so- 
chantres ! — ( Risas y aplausos. ) 

Siento que se hagan manifestaciones inadecuadas con mo- 
tivo de lo que acabo de decir. Este es un argumento for- 
mal, j lo presento como tal. 

8r. Estrada — Por eso le digo formalmente también : que 
en lo que el señor Miuistro quiere llamar la catedral, en el 
Cenáculo, el dia de la ascensión del Señor habia obispos, 
presbíteros, diáconos, sub-diáconos. 

8r. Ministro de J. O. é I. P. — . . . .Cardenales, obispos..* 
j todo lo demás ! Sostengo que no habia tal cosa. 

Muy bien, señor ; si se ha formado asi esa legislación, se 
ha formado de un modo anormal. 

Yo no puede admitir que asi se haya formado ! 

Si ha formado asi, se ha formado en contra, de todas las 
reglas humanas de procedimiento, que obligan á ir poco á 
poco, añadiendo, quitando según sean las necesidades que 
haya que atender. 

Hay otro punto que no quiero dejar pasar, que ha tocado 
el señor diputado. 

El ha dicho : la Iglesia tiene sus preminencias, no es al- 
canzable por el poder civil, vive de un modo especial, aparta- 
da de las reglas generales de la sociedad civil, constituye una 
sociedad perfecta; tendrá relaciones, pero no tiene subordina- 
ciones. 

Creo que estas son poco mas ó menos sus palabras, ¿ no es 

8r. Estrada — Si, señor. 

8r. Ministro deJ.O.é J. P. — Muy bien, 
ji Nada de eso puede tener una entidad que no puede hacer 
respetar sus decibiones, que necesita del poder civil para 
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hacerlas efectivas, que no puede vivir sin el poder civil, que 
DO tiene ni la menor sombra del poder desde el momento en 
que le falte el apoyo de la ley civil. 

8r. Ooyena — ¿ Quién apoya 4 León XIII ? 

8r, Ministro de J. (7. é J. P. — La soberanía... 

Sr. Goyena — La soberanía del Papa. 

8i\ Ministro de J. O. é L P. — ¿ Cómo ha de ser la Iglesia 
soberana si no puede hacer respetar sus principios y sus dis- 
posiciones por su propia autoridad, y sin el apoyo de una 
entidad extraña ? 

Sr, Estrada — En buenas instituciones cristianas, señor 
Ministro, el Estado debe la protección de sus fuerzas á las 
disposiciones de la Iglesin. 

Sr. Ministro de J. O. é I. P. — Esto es la mismo que decir: 
El estado conserva su soberanía y. la puede prestar á la Igle- 
sia, pero residiendo en él 

Sr. Estrada — Lo debe. 

Sr. Ministro de J, O. é L P. — Muy bien. 

Entonces esta sociedad tan perfecta de que el señor dipu- 
tado nos habla, es uua sociedad imperfecta, á mi modo de en- 
tender, porque üo puede hacerse efectiva su institución sino 
con el concurso, con la concesión y con la fuerza que' le pres- 
ta el poder civil. Por eso sostengo que no hay mas poder 
quee 1 poder soberano del pueblo, representado por su go- 
bierno. 
"El señor diputado nos decia qae este era un poder opresor. 

No, señor, no es exacto; nadie se oprime á sí mismo ! 

Eso seria lo mismo que sostener que Fa circulación de la 
sangre es un germen de muerte, cuando mantiene la vida. 

Nadie puede decir que se tiraniza á sí mismo cuando se 
hace un acto de su propia voluntad : esa es una prradoja ! 

Sr. Estrada —La soberanía de la multitud es la opresión 
de todos los individuos. 

Sr. Qomez — Y en nombre de la voluntad de esa muche- 
dumbre es que el señor diputado está sentado en este recinto^ 
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Sr. Ooyena — ¡ El señor Ministro sostiene que la policia es 
mas que la Suprema Corte ! 

8r. Leguizamon—Vido la palabra. 

8r. Presidente — Invito á la Cámara á pasar á cuarto inter- 
medio, después del cual hará uso de la palabra el señor di- 
putado. 

— ^Así se hace. 

— Pocos momentos después continúa la sesión. 

Sr. Presidente — Tiene la palabra el señor diputado por 
Entre-Rios. 

Sr. Leguizamon — Señor Presidente : Entro en esta discu- 
sión con el temor natural que debe suponerse cuando ella ha 
sido tratada estensa y lucidamente por algunos de los prime- 
ros oradores que tiene la Cámara. ^ 

Mi opinión h^^^bria sido, como lo manifesté á alguno de mis 
honorables colegas, anteriormente, no dar una extensión tan 
considerable á este debate. . 

Pero respetando la libertad natural que cada uno de los 
miembros de la Cámara tiene para la esplanacion completa 
de sus ideas, creo, á mi vez que debo tocar, aunque no sea 
mas que de paso, los tópicos que se presentan como domi- 
nantes en ,el punto incidenl^al de la ley que discutimps. 

Hay desde luego, á mi entender, una cuestión de forma 
que afecta á las reglas parlamentarias de la discusión. 

Esa cuestión de forma, seria, á mi juicio, esta : Nos esta- 
mos ocupando, en una ley de orgazacion de los tribunales; de 
las facultades que deben teuer los jueces y corporaciones ju- 
diciales que hemos organizado por esa misma ley. 

Al llegar al punto que se rela'ciona con las facultades (^ué 
deben tener las Cámaras de Apelación con los Tribunales da 
la Capital, se encuentra este inciso, en el cual se ha detenido 
el debate. La Cámara de lo Civil conocerá en última instancia 

de los recursos de fuerza. 

' «... '•«,., > 

La sola manera de redactarse este inciso, demuestra Ique 
no se trata de una cosa nueva sino de algo qile se encuentra 
establecido, incorporado á nuestra legislación y que tiene una 
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denominación y nn sentido completo en la inteligencia gene- 
ral de todos los que manejan esta clase de asuntos. 

Lo pertinente entonces, á mí entender, es dicatir si con-^ 
viene atribuir el conocimiento de los recursos de fuerza á la 
Cámara de lo Civil de la Capital, ó éi á algún otro TribunaL 
Me habría explicado, desde este punto de ví»ta, que hubie-^ 
gen hecho objeciones respecto á la conveniencia y propiedad 
de atribuir á la referida Cámara el conocimiento de este 
asunto ; pero no me explico claramente cómo es qué se viene» 
con motivo de este incidente, á discutir la existencia, legali^ 
dad y conveniencia de los recursos de fuerza. 

lia Comisión se encuentra entonces en su verdadero terreno 
cuando sostiene que, dicutiéndose esta ley en el punto á que 
me he referido, la Cámara de lo Civil debe conocer en última 
instancia de los recursos de fuerza. 

No se trata de una ley de procedimientos en la cual seria 
permitido sostener, ampliamente ó restringir las materias que 
deben comprender los asuntos que se llevan ante los tribn-^ 
nales. 

Esa seria entonces la cuestión de fondo : saber si deben 
existir 6 no en nuestros procedimientos judiciales los llama- 
dos recursos de fuerza. 

La discusión debia detenerse en este punto, y creyendo 
que es lo correcto no pasar de alli, habia pensado, y así la 
haré, votar por el inciso como lo propone y lo sostiene últi-» 
mámente la Comisión. 

Sin embargo, cómo el hecho de haber penetrado en el 
fondo del asunto y de. haber entrado á discutir con entera 
libertad las cuestiones que directa ó incidentalmente se rela- 
cionan con el fundo de ella, pudiera dejar en el ánimo de 
algunos miembros de la Cámara la convicción de que esta 
inciso está mal colocado donde la Comisión lo ha propuesto,, 
voy á entrar, aunque sea ligeramente, á examinar tambieu 
el fondo del asunto bajo su faz coustitacional y bajo su fa% 
legal. 

Los recursos de fuerza existen incorporados á nuestro de-^ 
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recho público, desde nuestra existencia independiente como 
Nación. Existían antes también incorporados al derecho 
público de nuestra madre, la Espafia, desde varios siglos an- 
teriores á nuestra independencia. 

Los motivos por los cuales ellos fueron creados y tomaron 
un asiento en las leyes espnfiolas, han sido dados de una ma- 
nera somera, atribuyéndose por unos al sentimiento de la 
independencia del poder civil, en oposición al poder absor- 
bente de la Iglesia ; por otros, como un medio de defensa 
para los derechos del ciudadano que actúan en la vida colec- 
tiva de una nación. 

No me seria dado, sefior Presidente, pronunciarme de una 
manera firme y segura sobre la propiedad de una ú otra de 
estas explicaciones ; basta á mi propósito y á mi convicción 
hacer presente que uno de los primeros actos de nuestras 
autoridades, después de la indepéndeiicia, fué recordar la 
existencia de los recursos de fuerza y atribuirlos al poder 
civil de la República. 

El decreto de 1813, muy poco posterior á la proclamación 
de nuestra independencia, los consignó de una manera espre- 
sa como atribución de los altos tribunales civiles. El regla- 
mento del Congreso del año 17 confirmó la existencia délos 
recursos dé f ueza como una atribución de los altos tribunales 
civiles del país; y todas las leyes y decretos posteriores, 
comprendido el decreto del año 34, que organizó y estableció 
los tribunales eclesiásticos, confirmaron siempre y de una 
manera uniforme la existencia de los recursos de fuerza como 
un derecho innegable del poder civil para los casos que él 
los comprenden. 

La Constitución del 53, que se ha recordado antes, consi- 
gnó la existencia de estos recursos de fuerza y atribuyó su 
conocimiento, según también se ha recordado, á la Suprema 
Corte de la Nación 

La reforma del afio 60, sacando el conocimiento de estos 
asuntos de aquel Supremo Tribunal, los reservó para el cono- 
cimiento de los altos tribunales de provincia, punto en el 
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cual existe una paridad casi completa á aquel que se relacio- 
na con la jurisdicción sobre la prensa ; él cual también, por 
una coincidencia casi feliz, ha venido incidentalmente á tra- 
tarse en la discusión de esta ley, deteniéudola eu su marcha 
al parecer natural y tranquila. Tanto el conocimiento de los 
recursos de fuerza como la jurisdicción sobre la prensa fué 
dejada por la Constitución de 1860 al conocimiento de los 
tribunales provinciales. ^ 

El diá que la ciudad de Buenos Aires fué declarada Capital 
de la República y que se juzgó necesario, como condición de 
su vida regular, dotarla de tribunales especiales para la admi- 
nistracion de justicia, la disposición que hoy discutimos fué 
consignada también en los mismos términos como atribución 
acordada á la Cámara de Apelaciones en lo Civil. 

El proyecto que hoy se presenta no hace, entonces, sino 
confirmar de una manera exacta lo que ya era parte de nues- 
tro derecho público antea de ser una Nación indepeudiente 
como República; lo que ha sido confirmado por cien actos da- 
ante el largo tiempo que hace á que somos una Nación so- 
berana ; lo que fué consagrado últimamente por la ley de 
1881, cuando, por primera vez la República se dio pu Capital 
definitiva. 

Recuerdo á designio estos antecedentes legislativos coa 
respecto al asunto, para hacer. esta pregunta : ¿ qué motivos 
graves y extraordinarios podrian encontrarse hoy para borrar 
de una plumada lo que está adherido á nuestro derecho como 
Nación, después de una tradición tan prolongada? ¿Qué 
causas tan serias, qué acontecimientos particulares han podido 
ocurrir desde 1881, hasta la fecha, para que el mismo Con- 
greso Argentino que sancionó hace apenas cinco años esta 
reforma por una inmensa mayoría ( 49 votos contra 19, me 
parece, ) puede haber modificado su opinión al estremo de 
que sea necesario volver sobre el pasado y suprimir de una 
ley de organización de los tribunales la facultad que se C( 
signa en el proyecto que discutimos ? 

Me permito llamar la atención de la Cámara sobre est* 
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oonsideracíon al parecer incidental, sin embargo, de gran 
trascendencia para mi espirita. 

Pero se dice, señor Presidente, lo qne se ha dicho siempre: 
Los recursos de fuerza importan una depresión, nn ataqaa á 
la independencia de la Iglesia católica. 

Acabo de decir : " lo que so ha dicho siempre, porqué 
desde que existen los recursos de fuerza la Iglesia hi pen- 
sado siempre lo mismo, y á pesar de haber ella pensado 
de esta manera j de haberse manifestado consecuente, como 
en la generalidad de sus actos, con su propia posición, loi 
recursos de fuerza han existido, se han practicado y se con- 
servan en el poder nacional como uno de los medios de acción 
que se deducen de la propia soberanía. 

Para justificar esta aseveración, de que Jos recursos de fuer- 
za son un ataque á la independencia de la Iglesia, se afirma 
que ellos van en su alcance hasta revocar ó anular los fallos 
de los tribunales eclesiásticos. 

La afirmación seria verdaderamente lógica, si el hecho 
fuera completamente cierto. 

Pero, no es cierto, señor Presidente. 

Les recursos de fuerza no tienen mas alcance que la mate- 
ria de forma. 

Cuando un juez civil conoce de cualquiera de los recursos 
de fuerza no vá al fondo del asunto en si. Respeta entonces 
siempre lo que con^tituiria la independencia de la Iglesia, lo 
que es de su facultad privativa : lo espiritual, el dogma, lo 
disciplinario. 

Bastaría examinar cualquiera de los tres recursos de fuerza 
. para comprender que mi afirmación es exacta j que ella 
reposa en la disposición espresa de las leyes que crearon los 
recursos de fuerza, y que los han reglamentado durante la 
dominación española y posteriormente, durante nuestras le- 
yes patrias. 

En el primero de esos recursos, en el de conocer, que, 
como se ha dicho con entera propiedad, se reduce á una 
cuestión de compentencia, el tribunal se limita á examinar. 
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prima facicSf la materia qae constitaye la contienda, y á decla- 
raras! á sa juicio es materia de jurisdicción civil, que los autos 
pasen al juez que corresponde, y, si es materia eclesiástica, á 
deyolverlos al juez eclesiástico para que siga conociendo del 
asunto. 

Como generalmente la contienda de competencia es preli- 
minar á todo jnicio, no hay propiamente nada en discusión, 
sino la simple enunciación de una demanda. 

La autoridad civil no necesita, entonces pronuncñarse sobre 
este primer recurso, ni entrar al fondo de la materia que se 
discute, ni revocar, ni anular, ni desconocer ningún procedi- 
miento del juez eclesiástico. 

La declinatoria es una excepción previa al juicio. 

El que conoce de la esaccepcion, lo saben todos los que tie- 
nen nociones de jurisprudencia, no necesita conocer del fondo 
del asunto. 

En el segando de los recursos, aquel que se refiere al modo 
de conocer y proceder, el juez civil, autorizado para conocer 
de ese recurso, no hace sino examinar si se han violado los 
procedimientos esenciales al juicio, en la demanda, en la con- 
testación, en los medios de defensa, en los términos, y se 
pronuncia en favor de la violación del procedimiento, que es 
lo que se llama la fuerza, ó declara que se ha procedido bien, 
devolviendo en uno y otro caso, loa autos al juez eclesiástico 
para que acuerde la reforma del procedimiento en garantía 
del litigante, ó para que continúe su procedimiento. 

En este caso tampoco el juez civil interviene en el fondo de 
la materia del asunto, que es en lo único que el tribunal 
eclesiástico puede cifrar su independencia, porque se relacio- 
na con sus facultades privativas sobre el juicio. El tercero 
de los recursos de fuerza que es el que consiste en denegar 
una apelación, como se dijo pefectamente, puede muy bien 
ser incluido en el segundo de los recursos, porque, al fin, se 
trata simplemente de una violación de procedimiento» 6 de 
aviriguar sí se ha violado una garantía para un litigante ; y 
la investigación del jc^ez civil se limita completamente, asa- 
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her sí ha sido violada la garantía del litigante, en negarle ó 
¿acordarle nn recurso que por derecho habría debido correa- 
pondele. 

Si á esto se agrega qae los procedimientos regulares del 
Juicio, tanto en lo civil como en lo eclesiástico, son con\unes, 
porque son de derecho natural, 7 aquellos que son dé simple 
-derecho positivo están generalmente armonizados^ se vé que 
el juez civil no interviene por razón del conocimiento del 
«recurso propiamente, en el fondo del asunto, en lo que cons- 
tituye la peculiaridad, la independencia de la Iglesia. 

¿Porque existen entonces los recursos de fuerza, se pre-> 
:guntas algunos ? Y han llegado á decir : En la situación 
actual de la sociedad moderna estos recursos no tienen efecto, 
no tiene eficacia, no tienen aplicación. 

Indudablemente que no la tendrían, señor Presidente, si 
el objeto de los recursos de fuerza hubiese sido solo muñir 
al poder civil de facultades transitorias de defensa ó de hos- 
iiilidad como algún señor diputado ha creido que eso signifi- 
caban los recursos de fuerza ; pero cuando se demuestre, 
^omo me parece que será fácil, que los recursos de fuerza 
responden á necesidades sociales y políticas de un carácter 
superior y permanente ; cuando se recuerde lo que acabo de 
manifestar, que ellos respetan siempre en el fondo la inde- 
pendencia del poder eclesiástico, me parece que será fácil 
llegar á estaconsecuencia : los recursos de fuerza deben man- 
utenerse porque son en poder de la sociedad civil, un medio 
indispensable de la protección sobre los ciudadanos sometidos 
•á un poder estraño dentro de su territorio, como es el poder 
de la Iglesia. 

La Iglesia es un poder independiente, se^dice ; y se agrega 
•como una cosecuencia de esta independencia ; es una sociedad 
perfecta. 

Me parece que el señor Ministro ha demostrado con una 
>bser vacien, hace un momento, que no es una sociedad per- 
fecta, desde que necesita para la ejecución de sus actos, pedir 
uxilio al Dodor civil. 
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Pero, en fin, no entra en mi proposito examinar en detalle 
las condiciones de perfección qne la Iglesia pneda tener como- 
una sociedad. Basta simplemente presentar la cuestión bajo- 
esta faz. 

Es una sociedad independiente, una sociedad perfecta, ana 
institución soberana. 

Como yo no concibo que puedan coexistir dos soberanos^ 
en el territorio nacional, con iguales medios de vida, con 
iguales propósitos de dominación, ejercitándose sobre la mis- 
ma masa de seres que se llaman los ciudadanos : deduzco 
entonces, que la sociedad eclesiástica debe ser superior á la^ 
sociedad políti<.a, y en este caso é&ta le debe estar subordi- 
nada ; ó bien que la sociedad eclesiástica debe ser inferior á 
la sociedad política, y en este caso la sociedad eclesiástica 
debe estar en algún sentido subordinada á aquella. 

No pudiendo coexistir dos soberanos igualmente poderoso» 
y con medios completos de acción sobre los ciudadanos, es^^ 
indispensable reconocer que para la armonía social, para evi- 
tar la anarquía de todos los intereses que se relacionan coa 
los individuos, aiguien, en ciertos casos, debe tener cierta su- 
perintendencia, cierta superioridad, para decidir los conflictos,. 
6 de jurisdicción ó de procedim'ento, que puedan afectar la. 
conciencia, 6 la vida de los cindi • anos. 

¿ Cuál seria entonces, de estob dos poderes, el que debería 
tener esa superioridad ? 

¿ Cual seria el juez que resolvería los conflictos, 6 en la 
relativo á la jurisdicción, ó en lo relativo á las violaciones del 
procedimiento, 6 en lo relativo á la denegación délos recursos- 
legítimos ? 

¿ Seria el poder de la Iglesia? 

Me parece que ningún hombre que piense como ciudadano^ 
por más católico que sea, puede asentir á esta conclusión. 

Para evitar entonces la anarquía social, en aquelL 
afecta al conflicto de verdaderos intereses, ejercitándose 
bre una misma persona, es indispensable que el pode~ ' 
sea superior, al poder eclesiástico. 



^ 
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Si la noción de la soberanía nacional ea excl oyente de toda 
otra soberanía dentro de los límites del territorio, el jaez que 
«mana de la soberanía nacional debe ser forzosa y necesaria- 
mente 'superior al jaez eclesiástico, porqae, de otra manera, 
completamente qaedarian alteradas todas las buenas noció- 
de la soberanía. 

L^ Constitución, señor Presidente, se ha fundido en el 
mismo molde de estas nociones, que son las únicas que los 
pueblos modernos tienen, como dogma de su nacionalidad. 

La Constitución no ha reconocido á la Iglesia católica como 
•ana soberanía igual á la soberanía nacional, dentro de sa 
territorio. No hay una sola palabra, en la Constitución, de 
-donde pueda deducirse una afirmación parecida. 

La Constitución ha considerado á la Iglesia católica como 
«un culto, c^mo una religión, como una creencia. Creencia 
|)referente para ella, puesto que impone al gobierno de la 
«lacion sostenerla. 

Mientras tanto, aun la palabra misma lo tradace. No dice: 
sostener á la Iglesia católica, como un poder independiente ; 
•dice : ** Sostiene el culto. " 

En Francia, se sostienen seis cultos. Cuestión de número 
«implemento. 

El católico, no es, entonces, ^á los ojos de la Constitución, 
fiino nn ciudadano, un habitante. Y todavía, señor Presiden- 
te, no puede ejercer sn culto, sino con arreglo á las leyes que 
reglamenten su ejercicio ! 

En este caso, el católico está en las mismas condiciones del 
que no es católico, del disidente, del que teniendo garantida, 
por la constitución, la libertad del ejercicio de su culto, aspi- 
ra y tiene derecho á las mismas garantías, á las mismas pre- 
rogativas que el católico. 

Determinando un poco la necesidad á,e sostener estos 
recursos, en presencia de la Constitución, recordemos nn 
hecho : el código civil ha sometido al conocimiento esclusivo 
de los tribunales eclesiásticos las cuestiones matrim ^niales j 
ÚQ divorcio entre católicos y protestantes. 
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¿ Debemos confesar que el código civil ha atacado las garan*- 
tias acordadas por la Constitacion, ó debemos tratar de ar- 
monizar lasdisposicíones del Código Civil con la Constitución r 

Me parece que el buen criterio aconseja hacer lo último, y 
no lo primero. 

¿ Con qué derecho podríamos declarar independiente de 
todo control» de toda superintendencia, al tribunal ecleaiiistico» 
cuando el Código Civil le ha atribuido el conocimiento cscln* 
sivo de las cuestiones matrimoniales entre católicos y disi-^ 
den tes? 

¿No seria esto algo mas que una contradicción violenta 
con la declaración de principios de la Constitución? 

¿ No seria llevar un ataque á \% conciencia de los disidentesr 
imponiéndoles la sumisión á un juez qae no es el snvo, que- 
no es de su creencia, ni de su culto ? 

Yo deduzco, pues, de estas disposiciones de la ConstitncioO' 
y de estas disposiciones posteriores de nuestro código civil,. 
que la existencia de un tribunal civl, que conozca de todo 
aquello que afecte á las condiciones del litigante, en sa 
carácter de individuo, de ciudadano, es tanto mas necesaria 
cnanto que es un medio de garantir las decía raciones y los 
principios consignados, respecto de cultos y de libertad de 
religiones, en la Constitución que hemos jurado. 

Pero hay otra consideración que surge igualmente de ís^ 
Constitución. 

Ella declara derechos y garantías esenciales á la existencia 
del ciudadano como á la del simple habitante. 

Están consignados especialmente en artículo 18. 

Ningún habitante de la República puede ser penado sin» 
juicio previo anterior al hecho del proceso, ni sacado de sus- 
jueces naturales, ni juzgado por comisiones especiales,* su de- 
fensa es sagrada, su domicilio es inviolable, su corresponden- 
cia y sus papeles son igualmente inviolables, para el juez.. 
No puede aplicársele tormento, ni puede ser obligado á 
declarar contra sí mismo. En fin, señor Presidente, no hay^ 
acción de un hombre que pueda ser sometida á los magistra- 
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dos, cuando no nfcaca eí orden público y no perjudica á ter- 
cero. 

¿Se han escrito inútilmente esfeos principios en nuestra 

Constitución ? 

¿No habrá juez, en nuestra tierra, que pueda hacerlos 
efectivos, en presencia de un hombre que se presenta dicien- 
do :-^El juez eclesiástico ante quien he sido llamado ha vio- 
lado una de las garantías que me acuerda la constitución ? 

Yo pregunto si esta simple consideración no basta para 
garantir la existencia de tribunales, en el país, que, con 
jueces eclesiáastico, contraía Constitución en la mano puedan 
defender, no solo contra jueces civiles y contra todos lo» 
jueces de la tierra al ciudadano que invoca una garantía de 
la Constitución violada. 

Esto es, pues, lo que llamaré la faz constitucional del 
asunto que se discute. 

Los recursos de fuerza se hallan incorporados á nuestro 
derecho público. Los recursos de fuerza, legalmente consi- 
derados, no son un ataque á la independencia de la Iglesia- 
Constitucionalmente considerados, son un modo de ejecución 
de las declaraciones consignadas en la Constitución Argen- 
tina. Los recursos de fuerza tienen, pues, que ser sanciona- 
do?, no digo por simple mayoría, sino por unanimidad, en 
un congreso que respete esa constitución como la formula 
de su juramento. 

No quiero ser mas extenso, porque me parece que la 
cuestión se hallaba bastante discutida, y, naturalmente^ „ la 
Cámara debe encontrarse fatigada. Pero creo que puedo 
hacerse una consideración final. 

La Constitución ha establecido como atribuciones del Con- 
greso, la de reglamentar el patronato nacional y la de arre- 
glar el ejercicio ( son sus palabras ) del patronato. 

¿ Qué se entiende, entonces, por patronato ? palabra que 
aparece también en nuestras leyes, como la de recursos de 
fuerza^ sin mayor comentario^ 

El patronato, señor Presidente, es la regalía acordada y 
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reconocida á los gobiernos católicos 6 á las naciones católicas 
para intervenir en alguna forma en la administración de la 
Iglesia, mediante el deber qae esas naciones y esos gobier- 
nos contraen, de sostener el caito católico, y de apoyar á 
aquella, en las decisiones de propios jueces y de sus autori- 
dades. 

No entraré á averiguar si lo que se llama el patronato fué 
una concesión gi*aciosa de la Santa Sede en su principio» ó 
si fué simplemente una concesión obligada por el concepto 
creciente de la soberunía de los pueblos, que formularon esta 
exigencia como un medio de vida, y de acuerdo con la Santa 
Sede. Me inclino á creer lo segundo ; pero en fin, admito 
para mi propósito, que haya sido una concesión. 

No por ser una concesión deja menos de ser un hecho in- 
corporado á nuestras facultades nacionales, un privilegio de 
nuestra existencia nacional, una regalía nacional. 

Los recursos de fuerza, aanque parezca una paradoja, son 
una emanación del patronato, son actos de verdadera pro- 
tección, de verdadera tutela. 

Y este es otro concepto que es necesario dejar bien esta- 
blecido, para no hacer una confusión inconveniente de ideas. 

Los jueces civiles conocen de los recursos de fuerza como 
medio de tutelar la condición de los ciudadanos, como un 
medio de protejerlos. 

Y es por esto que los tratadistas sostienen, entre ellos muy 
notables tratadistas patrios y tratadistas españoles, que cuan- 
do los jueces civiles conocen de los recursos de fuerza, no 
ejercen acto de dominio, ni acto de jurisdicción, sino acto de 
tutela, acto de saperitendencia. Consideración muy impor- 
tante, porque ella excluye también el concepto equívoco de 
que los recursos de fuerza atacan la independencia de la 
Iglesia, la independencia de sus tribunales. 

Los recursos de fueza no son entonces una emanación, una 
derivación del patronato. Son también acto de protección, 
acto de tutelage sobre la vida de los ciudadanos, que, aun lla<» 
mandóse católicos, son, sin embargo, habitantes y ciudadanos 
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dignos de la protección en todos los casos, de los jaeces del 
país. 

Señor Presidente : 

Sancionando esta ley tal como la ha presentado la Comí- 
«ion, hacemos simplemente un acto publico consecuente con 
maestras tradiciones nacionales y con las disposiciones de la 
-Constitución que prescriben al Congreso arreglar el ejercicio 
del patronato. Este es un arrreglo del ejercicio del patronato 
^n lo relativo á los recursos de fuerza. 

Precisamente arreglamos que estos recursos sean conocidos 
por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, en lugar de serlo 
por otro juez. 

Sancionando esta ley hacemos también acto esencialmente 
•constitucional, en cuanto proclamamos y confirmamos el ejer- 
cicio eficaz de las garantías que la Constitución acuerda á 
-todos los habitantes : sin distinción alguna, sea que perte- 
nezcan á la comunión católica» sea que pertenezcan á las co- 
muniones disidentes. 

En fin, sancionando esta ley tal como se nos presenta, 
hacemos acto cristiano, verdaderamente cristiano : armoni- 
zamos la Constitución y nuestros actos legislativos con la 
palabra de Cristo : Damos al César lo que es del César* 

He dicho. 

/SW*. CrOyeMU — ^Pido la palabra. 
Señor Presidente : 

Ensayaré una réplica al discurso que acabo de oir, no pro- 
poniéndome hacerla con gran extensión^ por las circunstan- 
cias en que se encuentra el debate, muy prolongado ya. 

Espero tocar, sin embargo, todos los puntos fundamentales 
4e ese discurso, y aún algunas observaciones del anterior, 
pronunciado por el señor Ministro, en la parte que no haya 
aido refutado ya por ini honorable colega el- señor Diputado 
por Buenos Aires. 

Yo entiendo, señor Presidente, que el discurso que acaba 
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de pronunciar el señor diputado por Entre-Bios, puede divi- 
dirse de esta manera. 

Primero : consideraciones sobre el carácter constitucional 
7 legal de la cláusula que se discute; en seguidn el exár- 
men jurídico mismo del recurso de fuerza, en los tres 
casos en que los prácticos lo presentan ; después considera- 
ciones generales sobre el Estado en sus relaciones con la 
Iglesia ; y finalmente, la pretendida demostración de que el 
recurso de fuerza está necesariamente incluido en las causas* 
de patronato 

Dividido así el discurso del señor Diputado, me parece- 
que el proceso de la réplica puede facilitar la inteligencia de- 
las observaciones que haré, dejándolas mas perceptibles al 
espíritu de mis honorables colegas. 

Señor Presidente : 

Yo no comprendo bien cómo el señor Diputado por Entre- 
Bios haya pretendido esponer una serie de consideraciones- 
pertinentes y favorables al propósito en que se ha estendido, 
tomando precisamente la faz constitucional de este asunto» 

El Congreso Argentino no puede legislar sino en uno de 
estos dos caracteres : ó como poder legislativo de la Nación^ 
cuando legisla para todo su territorio ; como Legislatura 
especial de la Capital, que no tiene otra legislatura por nues^ 
tra organización política ; que tiene en el Congreso el cuerpo 
que para las leyes locales tiene cada una de las provincias* 
qoe forman la República Argentina. 

Pues bien ; bajo cualquiera de estos dos respectos, no en- 
cuentro pertinentes las observaciones de mi honorable colega 
por la provincia de Entre-Bios. 

Si es como Congreso Nacional, legislando bajo el criterio- 
de la Constitución, moviéndose como no puede hacerlo de 
otro modo, dentro de la órbita que la ley fundamental esta- 
blece para él, basta tener en cuenta la reforma del año 60r 
para que se comprenda inmediatamente que no puede hacer 
revivir, en manera alguna, un recurso que ha sido borrado 
de la Constitución, á pedido del jurisconsulto más notable* 
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<|ae hasta aliora haya prodacido la República Argentina, el 
doctor Velez -Sarafield. 

Y hablo aquí de nna manera asertiva, porque encuentro 
algo mas, para apoyar mi opiuion en la del doctor Yetes re-, 
lativamente á los recursos de fuerza, que el *^ Redactor ** quo 
se publicó anexo al volumen que contiene los debates de la 
Convención. 

Hay en el cuerpo mismo de este libro, un pequeño discurso 
del doctor Yelez, que especialmente se refiere á los recurso'i 
de fuerza, y en el que propone su supresión, diciendo clara 
y terminantemente : La Nación, los poderes federales, nada 
tienen que ver con estos recursos ; el Congreso no legislará 
sobre ellos. 

Del conjunto de atribuciones que se daban al Poder Judi- 
cial de la Nación, ha quedado escluidoel recurso de fuerza. 

Ahora se dirá : ¿ el Congreso, legislando para la capital» 
puesto que dá una ley de organización para los tribunales» 
puede considerar estos recursos ? 

Y entendía yo que la observación que hacia el señor dipu- 
tado por Entre-Rios, importaba decir : la Cámara no puede 
tomar otra resolución á este respecto, que dejar, como una 
cosa inconmovible, lo que encuentre en las disposiciones le- 
gislativas vijentes sobre la materia. 

Pero, señor, tunando el Congreso legisla en un caso como el 
que estamos considerando, cuando abraza todas las materias 
que comprende una ley de organización de los tribunales, es 
evidente que si puede establecer el recurso, que si puede in- 
cluirlo entre las atribuciones de los tribunales de la Cámara 
de apelaciones de la capital, p uede también resolver en contra, 
suprimiéndolo. 

El que tiene facultad para establecer, tiene facultad para 
suprimir : Ejus est tollere cujus est condere^ como se dice en 
la escuela de derecho. 

Bien; pero el señor Diputado iba mas adelante y estudian- 
do cada uno de los recursop, pretendía establecer que en 
ninguno de ellos se afecta la independencia de la Iglesia, que 
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en ningano de ellos se valaeraa los derechos que le pertene- 
cen comoá ana sociedad perfecta é independiente del Estado. 

Yo creo que la demostración no ha sido concluyente, y 
espero, analizando en segaida del seQor Diputado las mis- 
mas sitaaciones jurídicas á que él se ha referido, establecer 
que en todos y cada uno de esos casos de recurso de fuerza, 
ée vulneran los derechos de la Iglesia, se hace ilusoria, se hace 
nugatoria la existencia de sus tribunales en la plenitud de 
facultades, con la seriedad y eñcacia que sus resoluciones 
deben tener. 

Si se trata del recurso de conocer, tiene que convenir el 
señor Diputado por Entre-Bios, en que el juez civil trae de 
los tribunales eclesiásticos el asunto é impide que ejerzan sus 
funciones. 

Pero, sefior ! ¿ Como puede entenderse que no haya vuU 
Lieracion de los derechos de Iglesia, qae no haya afectación 
de las funciones de los tribunales eclesiásticos, cuando se toma 
uu asunto del que está conociendo el juez y se le quita la 
f icultad de resolverlo ? 

Cuando un juez que está conociendo de un asunto, recibe 
I \ intervención de un poder extraño y se le quita la facultad 
<le resolver en ese asunto, de pronunciar sentencia, ¿ hay 
7icaso diferencia entre esto y el que el tribunal extraño anu- 
lara la sentencia que el tribunal eclesiástico hubiera dado ? 
¿Qué diferencia hay entre tomar la sentencia ya pronunciada 
é impedir su realización, é impedir de antemano que la sen- 
tencia misma se produzca ? 

Hay ciertos puntos que cuando se afectan, se afectan ne- 
cesariamente en todas las consecuencias que fluyen de ellos ; 
é impedirá un juez que dicte su sentencia, vale tanto, eviden- 
temente, como hacer ineficaz, como h^cer nula su sentencia. 

Se dice que cuando se trata del recurso en el modo de 
proceder, tampoco conoce el juez civil en el fondo del asun 
y que por lo mismo no afecta el derecho de la Iglesia. 

Todos los que somos abogados, todos los que tenemos alf 
na versación en los asuntos forenses, sabemos perfectamei 
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que la manera de llevar el procedimiento influye necesaria» 
inevitablemente, en. la resolución de la cansa ; que producida 
la prueba en una 6 en otra manera, que dirijidos los trá- 
mites legales en un rumbo 6 en otro,— resultará comprobado 
tal 6 cual hecho, resultará el fallo en un sentido 6 en otro. 
Influir en el procedimiento es influir en el resultado. El 
procedimiento es el proceso, es el camino que se fija al asunto 
y por el cual se le impulsa ; y es evidente que si la dirección 
se cambia, el resultado se cambia también : y el resaltado 
es el fallo, el resultado es la sentencia. Luego llegamos al 
mismo fin en este caso que en el anterior. 

Vamos por último al caso en que el recurso se llama por 
** no otorgar. " 

¿ Y puede escapar á la penetración mas vulgar, que otor- 
gando el recurso de apelación, que haciendo que él se produz- 
ca cuando un juez eclesiástico lo niega, se cambia el fondo 
del asunto, se cambia la situación de los litigantes y el resul- 
tado del proceso ? . 

Enunciar, aquí, es probar ; enunciar es demostrar. 

Luego, en cualquiera de los tres casos que se considere la 
intervención del juez civil, ella hace nugatorias las resolu- 
ciones del tribunal eclesiástico. 

No abundaré á este respecto en las razones que se dieron 
cuando se trató por primera vez la materia, para mostrar qqe» 
de otros puntos de vista, esta solución de los recursos de fuer- 
za es inaceptable también ante la sana doctrina. 

Hacia otra observación el señor diputado por Entre-Bios. 
Decia : todavía consentiría que fuera pertinente el que la 
Cámara se ocupaee en tratar del recurso de fuerza para su- 
primirlo, como se propone, si estuviéramos estudiando una ley 
de procedimientos. 

Pero, sefior ! Hago también un llamado á los abogados que 
se sientan en la Cámara para que ellos jnzgaen si es posible 
trazar una línea divisoria, de tal manera que se diga : Esto 
pertenece á la ley de procedimientos ; esto otro pertenece á 
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la ley de organización de los tribunales ; lo ano está separado 
perfecta y claramente de lo otro. 

Absolutamente no, señor Presidense. Y basta ló que vá 
sancionado de la ley para que se convenza cualquiera de que 
no puede haber una ley de organizacioú de los tribunales en 
que no se resuelvan puntos de procedimientos; que no bay 
una ley de procedimientos que no esté correlacionada con la 
de organización de los tribunales, de tal manera que una ley 
de procedimientos puede ser inteligible y aceptable habiendo 
cierta organización judicial, y ser inaceptable si hay otra or- 
ganización. 

¿ Pero de qué nos hemos ocupado en los dias anteriores ? 
¿ Qué es lo que ha tenido la Cámara á su consideración sino 
las apelaciones;* si se conceden ó no; si el auto interlocutorio 
ha de ser apelable cuando cansa gravamen irreparable ; ante 
quién han de ir los litigantes, en qué condiciones han de ser 
fallados los pleitos, cuál es la jurisdicción, el alcance de las 
atribuciones de las diversas magistraturas que componen la 
organización judicial ? ¿ Es este ó no procedimiento ? 

Encontramos en la misma ley un artículo que me sugirió 
esta pregunta á los señores de la comisión : u ¿ Cómo han de 
votar los jueces? ¿han de distinguir las cuestiones de hecho 
y de derecho ? ^ y me contestaban : No lo ponemos aquí por- 
que está en la ley de procedimientos. Y, á la verdad, lo mis- 
mo puede estar en una que en otra : ley de procedimientos y 
ley de organización de los tribunales forman uu todo orgáni- 
co. Luego si el señor diputado por Eatre-Bios entendia que 
seria pertinente tratar de los recursos de fuerza, cuando se 
considerara la ley de procedimientos,— tiene forzosamente 
que convenir en que no es impertinente tratarlos, cuando se 
considera la ley de organización de los tribunales. 

El Congreso en este caso, como Legislatura de la capital 
puede hacer lo que podría hacer también, lo que en mi con- 
cepto debería hacer la legislatura de San Juan, la de Buenos 
Aires, si organizan sus tribunales y encuentran en la ley una 




— 63 — 

•clánsnla como esta. Si han podido sancionarla, sí han podido 
establecerla, pueden perfectamente soprimirla. 

Pero ent^o en un orden de consideraciones mas amplio, sí- 
Riendo también allí al señor diputado por Entre-Bios. 

Señor : vemos aparecer á cada momento, ya en el discurso 
•del señor Ministro, ya en el que acaba de escuchar la honora- 
ble Cámara, cierto concepto del Estado que pretende vincu- 
larse necesariamente á la única manera legítima de entender 
el patriotismo, como si todos aquellos que no arribáramos á 
las mismas consecuencias que los que quieren mantener estos 
recursos, fuéramos, sino antipatriotas, por lo menos, tibios é 
indiferentes á los sentimientos que vibran en todo corazón 
bien puesto. 

No, señor presidente* Se puede ser perfectamente patriota 
y no tener del Estado ese concepto bajo el cual lo vemos apa- 
recer con frecuencia ; concepto panteístico, absorbente, tuitivo 
hasta la exageración, en tal manera que alguna vez podremos 
•decir ( y ha llegado ya el momento de decir ) : ¡ Ojalá no nos 
protejieran tanto ! 

Sí, señor presidente : la situación en que el Estado argen- 
tino está colocado respecto de la Iglesia Católica, que es una 
«ociedad espiritual y visible á la vez y de la que forma parte 
la unanimidad moral, la inmensa mayoría de los argentinos, 
no es la que ha bosquejado el señor diputado por Entre- 
Hios. 

Sí, somos católicos y argentinos ! Y cuando se toma esta 
«afirmación del punto de vista de la conciencia, yo, á mi vez, 
dirijo la pregunta hecha por él, en sentido inverso, al señor 
•diputado, y digo : ¿ Coloca los intereses que se refieren á la 
eternidad bajo los cambios del tiempo, las vicisitudes de las 
pasiones y los mezquinos intereses de los partidos ? 

No ! Admitida la Iglesia Católica, tal como ella es, no como 
Tina sociedad anónima, no como uno de esos cultos que prote- 
jo indistintamente la Francia, según decia el señor diputado 
^gtegHudo que era cuestioiyie número ; no nos encontramos 
en presencia de una corporación, de una univeraitaSf como 
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dice el derecho romano ; nos encontramos con nna instítacion 
perfectamente* establecida, con la amplitud de facultades in« 
dispensable para llenar su misión apostólica. No podemos 
reducirla al caso de nna sociedad mercantil, sin tener el ma» 
grande desprecio por los intereses de la conciencia al travéa 
de la historia y de las instituciones jurídicas. 

No ; ha sido admitida la Iglesia católica como una gran 
institución social. Y nuestra Constitución, que se quiere 
interpretar de una manera materialista, como si el hombre 
no tuviera mas que los intereses externos, respeta esa Iglesia 
que representa los intereses mas nobles de la conciencia ar- 
gentina en la inmensa majoria. de los que forman la nación. 

Esa Constitución que contiene una cláusula con arreglo á^ 
la cual el primero de nuestros magistirados está en el dilema 
forzoso de ser católico ó perjuro, — no consiente que esta» 
cuestiones sean tratadas de un punto de vista materialista 6 
anti-católico. 

Yo digo entonces : no tenemos la pretensión de suprimir 
el Estado. ¿ No vivimos en él ? ¿ No somos argentinos tam- 
bién ? ¿ No contribuimos á la formación de las leyes ? ¿ No 
las respetamos ? No damos ejemplo de obsecuencia á sus- 
preceptos ? 

¿ Qué es lo que pretendemos ? Que so respete nuestra 
conciencia : no pedimos otra cosa al tratar de los recursos de 
fuerza : que se respeten los tribunales eclesiásticos, objeta 
legítimo de nuestra consideración y á los cuales se 4ebe pro- 
tección asidua en el ejercicio de sus funciones. 

Esas relaciones de la Iglesia y del Estado, decia muy sen- 
cillamente el señor diputado por Entre Bios, deben ser re- 
sueltas, en último caso, por el Estado ; nada hay superior 
áél. 

No, señor ; el arreglo^ se efectúa de otro modo ; está indi- 
cado ya, la historia lo mi^estra : por concordias entre ambas 
potestades. 

Desaparezca el espíritu de ho^lidad ; desaparezca ese 
piritu de soberbia absorbente que impide ver nada mas ' 
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del mundo material; sepamos que estamos rinculados á inte- 
reses de otro orden ; inspirémonos en un espíritu sano, y la 
solución se tendrá, por concordancias, por arreglos, recono- 
ciendo á la Iglesia lo quo olla tiene necesariamente, por su 
misión divina. 

Pero me llama mucho la atenci*-n que, precisamente cuan- 
do se trata de recursos que han sido calificados recursos de 
fuerza^ en odio á la Iglesia, empleando una palabra injuriosa, 
tendría aplicación en materia penal, porque fuerza es daño 
hecho torticeramente y del cual el hombre no se puede 
amparar, según la ley de partidas — me llama mucho la 
atención, digo, que se trate á los tribunales eclesiásticos 
como á criminales, como á bandidos. Se ha dicho que se han 
establecido, estos recursos, para defender á los ciudadanos, 
para librarlos de la iniquidad : eso se ha dicho on el fondo 
á pesar de la cultura del señor diputado por ¡Entre Ríos y 
de las formas que usó el señor ministro ; como si el hecho de 
no admitir el recurso desfuerza equivaliera á dejar á la socie- 
dad bajo el peso de grandes calamidades. ¿ Y qué remedio 
se propone para ese mal imaginario ? Establecer que el juez 
civil es competente en la materia civil y en la eclesiástica ; es 
decir, establecer una monstruosidad, poner la fuerza en lu- 
gar de la justicia ! 

No hay lógica en esto, señor presidente. 

Llego, por fin, á la parte en que el señor diputado por 
Entre Bios decia : constitucionalmente, estamos obligados á 
mantener el recurso de fuerza ; no lo podemos abolir, es una 
cosa contenida en el Patronato. 

Yo me refiero á los conocimientos elementales en esta 
materia relativa á las causas de patronato y de reóursos de 
fuerza, y abro cualquiera de los «**:tore3 españoles que la 
tratan. Los regalistas mas avb^zados, el conde de la Cañada, 
Oovarrubias, cualquiera de los que admiten y sostienen estos 
-decursos, hacen distinciones fundamentales. 

El recurso de fuerza se refiere á derechos privados ; el re- 

5 
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curso de fuerza procede 6 tiene aplicación en juicios oootan- 
ciosOB- 

El recurso de protección, las cansaa de patronato, perte- 
necen á otra jnriediccion, á otro orden, en la doctrina misma 
de los regaÜBtas. 

Las audiencias, los tribunales ordinarios conocian de los 
recursos de fuerza ; las otras causas se llevaban al consejo de 
Castilla y hasta al mismo soberano. 

En las cuestiones de patronato está afectado un interés 



En los recursos de fuerza el derecho está comprometido en 
la forma de una causa contenciosa que va ante el tribunal 
eclesiástico. 

Pero se dirá : ¿ á esto se reduce el recurso de fuerza ? Si 
es solamente un derecho de los individuos que pleitean 6 tie- 
nen acción ante el juez eclesiástico, ¿ por qué se le dá tanta 
magnitud á esta cuestión ? 

Es que bfljo el punto de vista de la Iglesia, la intromisión 
del poder civil en causas que afectan la conciencia, que afectan 
la iudependencia de la Iglesia, los recursos de fuerza son 
gravísimos como cualquiera otra invasión de sus derechos y 
de su soberanía. 

El Señor Ministro, sin que yo me dé bien cuenta hasta aho- 
ra de por qué generalizaba tanto, del punto de vista históri- 
co, las observaciones con qué principiaba sn discurso, preten- 
dió hacer una especie de proceso de la Iglesia, que ha sido 
brillantemente refutado por mi honorable colega el seQor di- 
putado por Buenos Aires. Pero yo no dejaré la palabra sin 
volver sobre esa faz del discurso del señor Ministro. Yo no 
podría tolerar, yo no podria silenciar, teniendo ana banca en 
esta Cámara, que se haya espresado con tanta ligereza, con 
tanto iuconsideracion, sin el respeto que nn , ministro del 
Culto, — no de loa cultos,~debe profesar á la religión católica. 

lí La Iglesia tuvo un gran poder ». u Un Papa traaÓ una 
linea divisoria para la América >\ « La Iglesia estimuló las 
cruzadas;?. 
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¿ Qué hay en estos hechos ? Tuvo un gran poder ! ¿ Pero 
cómo lo usó? Para bien de la humanidad, para la civili- 
zación delmundo ! 

La Iglesia estimuló las cruzadas. ¿ Qué fueron las cruza- 
das ? La historia lo dice : un levantamiento de los pueblos 
en nombre de un interés noble ; no en nombre de un interés 
material, sino en nombre de un interés elevado! • Tránsito, 
manifestación de los pueblos, romería grandiosa, en que 
grandes intereses sociales se movieron produciendo impor- 
tantes reformas para el progreso del mundo. 

Trazó el Papa una línea divisoria de la América, diciendo : 
lo que queda de un lado es de los portugueses, lo que queda 
del otro es de los españoles. 

¿ Cómo negar el derecho, la justicia de semejante resolu- 
ción? 

¿ Quiénes eran los grandes descubridores ? ¿Quiénes ha- 
blan tenido la intuición de las admirables ventajas que ofrece- 
rla á la humanidad el descubrimiento del nuevo mundo ? 

¿ Y á qué naciones pertenecían un Fernando de Magalal- 
nes, un Solís? ¿Bajo qué banderas se lanzaron en mares 
desconocidos los que terminaron la empresa del inmortal Co-* 
Ion, sino bajo las banderas de España y Portugal ? 

¿ Qué naciones sino ellas tenian derecho á imperar en los 
inmensos territorios recien descubiertos ? ¿Y cómo no ha- 
bía el Papa de asegurar para la civilización católica el nuevo 
mundo hallado por la intuición genial de un hijo de la 
Iglesia ? 

Señor Ministro de J. O. é L P. — No es á mí á quien con- 
testa. Es al eminente católico, apostólico, romano, doctor 
Velez Sarsfield . . 

Señor Orvyena — Que suprimió los recursos de fuerza. 

Señor Ministro de J, O. é L P. — Permítame, también pue- 
do decir algo al respecto. 

¿ Qué dice respecto al punto de que tratamos ? 

Tiró una meridiana al través del Océano, dando á los por- 
tugueses una parte y á los españoles otra, causa de la despo- 



— 68 — 

blacion de la América, porque la Europa tenia que hacer 

con Sud América y la habría poblado como la América del í' 

Norte. I' 

Señor Goye^ia— La América no habria sido tan pronto ca- 
tólica. 

SeFioi* Minintro de J. G. é í. P. — En cuanto á las cruzadas, 
el señor dipotado ha leído la historia en otra forma de lo que 
yo lo he hecho. Las cruzadas han sido la causa del atraso y 
de la despoblación de la Europa en su tiempo. 

Señor Goytna — De grandes movimientos sociales. 

Señor Ministro de J. G. é 1. P. — ¿ T qué resulto enton- 
ces ? 

Ordenes ridiculas de caballeria ! 

Señor Goymia — Yo quisiera que el señor ministro se per- 
suadiera de esto : que la humanidad no se mueve por un 
arranque generoso, sin dejar un rastro. fecundo sobre la tier- 
ra, y eso ha sucedido entonces. 

Señor Ministro de J. O. é L P. — ¿ Qué resultó de la guer- 
ra iniciada por España contra los moros ? El atraso. 

Señor Oo'yena — ¿ Sabe el señor ministro lo que dice la esta- 
dística actual, por haber España desterrado á los moros ? Que 
en ninguna nación europea la estadística criminal es tan baja 
como en España, pueblo católico y por eso tan moral. j 

Señor Ministro de Justicia. Güito é Instrucción Pública — 
Dirán lo que quieran las estadísticas que el señor diputado ? 

conoce ; lo que dice la historia es que la decadencia de Espa- ^ 

fia comenzó con la guerra contra los moros. *" 

Señor Goyena —La estadística á que me refiero es hecha por j 

liberales. 

Quedan contestadas las objeciones. Me referiré al señor 
Ministro en una observación final, porque es él quien me ha f 

parecido acentuar más ciertos rasgos que, para mí, hacen ina- » 

ceptable todo su discurso, á saber : el punto de vista mate- 
rialista, estrecho que él toma para apreciar todas estas cues- 1 
tienes. 

En medio de lae ideas que van haciendo descender el nivel 
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humano, á pesar del incremento de la civilización materialista 
y del espectáculo que nos hacen presenciar los poderes de la 
tierra ; cuando las rentas de las naciones más poderosas y 
más ilustradas, en vez de servir á la obra del adelanto, están 
empleadas en mantener grandes trenes de guerra y ejércitos 
permaiientes, que chupan la sangre y ei sudor de los pueblos,— 
el único poder que sin esos medios se mantiene en el mundo, 
que no esparce sino rayos de luz y de esperanza para la hu- 
manidad, es el Papado, es la Iglesia, cuyo espíritu sigo y al 
que espero en Dios permanecer ñol en todos los dias de mi 
vida! 

Hé dicho. 

• — Se vota el inciso 2® del artículo en discusión y es apro- 
bado por 48 votos contra 11. 

Señor Presidente — Siendo la hora avanzi\da, invito á la Cá- 
mara á levantar la sesión. 

Asi se hace, siendo la 6 y 5 p. m. 
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NÓMINA 



DE LOS 



Señores Diputados pe votaron por la supresión de 

los recursos de fuerza. 



Dr. D. José Juan Araujo. . . . Diputado por la Capital. 

u Eudoro Avellaneda . . Id Tucuman. 

u Eoberto Cano Id Buenos Aires. 

u Juan Coquet Id id 

u José M. Estrada Id id 

tí tí Marcos A. Figaeroa. . Id Catamarea. 

Gral. tí Teodoro Qarcia Id Buenos Aires. 

Dr. D. Pedi'o Goyena Id id 

tí Pedro R. Huidobro.. Id Tucaman. 

tí Manuel J. Lainez , . • • Id Buenos Aires. 

tí tí Santiago Luro ...... Id id 

u tí T. Mendoza Id Tucuman. 

tí Juan J. Iramain Id Santiago. 
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